Carátula 


(Ingresa a Sala el doctor Gonzalo Fernández) 


-La Comisión tiene el gusto de recibir al doctor Gonzalo Fernández para referirse al tema de 
pública notoriedad: la derogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230 y todo el proceso de aprobación de 
la Ley de Concursos. 


Tiene la palabra el doctor Fernández. 
SEÑOR FERNÁNDEZ.- Muchas gracias y buenas tardes. 


Esta Comisión Investigadora de la Cámara de Senadores se ha constituido, como todos 
ustedes saben, con el objeto de esclarecer e indagar el trámite de aprobación que tuviera la actual Ley 
N* 18.411 durante su pasaje y en el seno de la propia Cámara, incluyendo también todos los aspectos 
vinculados a su discusión, aprobación y puesta en vigencia. Se trataría prima facie de lo que en el 
lenguaje parlamentario habitual se conoce como una investigación al Cuerpo. Pero más allá de ese 
marco delimitador de la investigación parlamentaria, en lo personal me siento obligado a resaltar 
nuevamente ante la Comisión, reiterándolo hasta el nivel de detalle, los hechos que me ha tocado 
protagonizar. Lamento por ende tener que distraer el valioso tiempo de los señores Legisladores para 
ello, pero no me queda otro remedio pues, como se comprenderá, mi testimonio forzosamente debe 
ser extenso y minucioso. 


Siento el imperativo de brindarle a la Comisión todos aquellos elementos de juicio a mi 
alcance a fin de que se pueda examinar, tanto aquí como en el Plenario del Cuerpo a posteriori, con 
toda transparencia, profundidad y claridad, el episodio de marras, el episodio que nos convoca. Y lo 
hago con la convicción, como bien lo manifestara el señor Senador Moreira en la sesión de la Cámara 
de Senadores del 1” de setiembre de 2010, de que confío, al igual que él, que esto sirva para 
esclarecer y no para realizar una explotación política menor que nadie quiere en estas circunstancias - 
esas fueron las manifestaciones del señor Senador Moreira, que comparto integramente- pues como 
todos ustedes no ignoran, la explotación política de los hechos es una idea extendida que está en la 
especulación y en el imaginario popular de muchas personas. Pero digan lo que digan, yo creo que no 
media en el caso ningún propósito político subalterno o encubierto y, por tanto, reitero que comparto 
plenamente el punto de vista del señor Senador Moreira. Reconozco que no es ese el propósito de la 
Comisión ni del Senado. Con todo acierto y prudencia, el señor Senador Moreira -vuelvo a compartir 
sus dichos- expresó en la sesión del Cuerpo del 1% de setiembre de 2010 que “es necesario investigar 
con la prudencia, con el recato y con el respeto que corresponde”. Naturalmente, pues así debe ser. 
Pero obviamente no podemos ser ingenuos. El daño causado ya es irreparable. Estoy seguro de que 
mi sola presencia hoy aquí, declarando sin ambages ante esta Comisión, tal vez sea interpretada por 
algunos ciudadanos como una prueba adicional de que he incurrido en algo indebido y que me 
encuentro inculpado. A nadie puede extrañar: la opinión pública ya está contaminada por el prejuicio y 
la sospecha, divulgados y lanzados a los cuatro vientos por múltiples actores y medios. Sé que la 
historia, con su perenne sabiduría, algún día volverá a poner las cosas en su sitio y en su justo término. 
Mientras tanto, deseo ir directamente al grano. 


Salvo mejor opinión, entiendo que para abarcar la totalidad del episodio resulta imprescindible 
centrar mi declaración en tres grandes bloques. En primer lugar, debo narrar otra vez el 
acontecimiento que inicialmente el señor Senador Abreu calificó como “gauchada”, aunque luego haya 
variado su versión de los hechos y/o la terminología empleada. 


En segundo término, quiero demostrar que el Parlamento no incurrió en ningún error y que 
mucho menos fue engañado sino que, bien por el contrario, la derogación del artículo 76 de la Ley 
N* 2.230, dispuesta por la Ley N* 18.411, es una solución legislativa técnicamente correcta y 
acertada. 


Finalmente, deseo explicar -si es no que no ha sido agotado ya- la vinculación de mi estudio 
jurídico con la defensa de uno de los procesados en la causa judicial, cuya clausura fue decretada por 


una sentencia que, como es sabido, no está ejecutoriada porque se ha promovido contra ella un 
recurso de casación. 


Vayamos entonces por partes porque, en beneficio de la claridad, entiendo que el racconto 
de los hechos debe comenzar por donde termina: en las declaraciones periodísticas vertidas por el 
señor Senador Abreu al semanario Brecha en la edición del 13 de agosto de 2010. Allí afirmó que quien 
habla le había solicitado un favor, expresando concretamente: "Entendí que se trataba de una 
gauchada”, y agrega: "Nunca más hago una gauchada". Más adelante, señala: "Fue una carambola a 
tres bandas con casín", y añade: “Todos fuimos usados”. Me apresuro a señalar, con el mayor respeto, 
que tamañas declaraciones me resultan francamente inconcebibles. No termino de entender cómo se 
puede elaborar un proyecto de ley de favor o por mera “gauchada”, lo cual significaría la confesión de 
una tremenda irresponsabilidad. Al mismo tiempo, me resisto a creer que pueda sostener sinceramente 
que todo el Senado pueda ser usado por un tercero con fines espurios sin que ninguno de los señores 
Legisladores lo advierta. Por tanto, prefiero pensar que esas fueron expresiones infelices, apresuradas 
o malinterpretadas del señor Senador Abreu, quien luego, como no podía ser de otra manera, las 
retractó públicamente. 


De todas maneras, en la misma nota periodística se recogen las declaraciones vertidas por la 
ex Senadora Percovich, quien afirma haber sido engañada, refiriendo literalmente: “Fue un operativo, 
nadie es inocente”. 


Por último, siempre en la misma nota periodística del semanario Brecha, el señor Senador 
Tajam manifiesta: “Cometimos un error”, y el señor Senador Michelini, expresa: “Nos estamos 
comiendo un garrón”. En el artículo de prensa que acabo de referir -que desató toda la polémica 
posterior- se sostiene, en efecto, que el señor Senador Abreu habría recibido un planteo de mi parte, a 
comienzos de noviembre de 2008, manifestándole -y cito nuevamente las palabras del señor Senador- 
“que yo había detectado ciertas incongruencias entre algunas disposiciones penales que estaban 
vigentes y aquellas incorporadas en la nueva ley. Era necesario eliminar esas incongruencias con una 
nueva ley ampliatoria de la inicial”. Esto se dice en la página 2 de la edición de Brecha del 13 de agosto 
de este año. A renglón seguido el señor Senador Abreu señala que le sugerí que sería oportuno que 
fuera él quien presentara un nuevo proyecto modificativo de la Ley de Concursos. ¿Cuál fue mi 
reacción inmediata, instantánea, amén de enviar un derecho de respuesta, de réplica al semanario? 
En la misma noche del día 13 de agosto de 2010 concurrí a un programa periodístico de Televisión 
Nacional, conducido por la conductora Sonia Breccia, donde negué los hechos que me atribuía el señor 
Senador Abreu, brindando mi propia versión de los mismos y que hoy repetiré ante ustedes con mucha 
mayor extensión y naturalmente sin la inexorable tiranía de los tiempos televisivos. 


De todas formas, aunque les parezca un aspecto menor, la versión divulgada por el 
semanario Brecha evidenciaba ya desde un comienzo algunas incongruencias. Me replicarán que fue 
un simple error de fechas, pero adviértase que mal pude haber alertado al señor Senador Abreu a 
comienzos de noviembre de 2008 acerca de esas incongruencias normativas entre ambas leyes -como 
dice el semanario- cuando él presentó su proyecto modificativo de la Ley N* 18.387 el 23 de octubre 
de 2008, vale decir el mismo día en que el Poder Ejecutivo promulgó la primera ley. Por tanto, señores 
Senadores, no es posible que esto haya sido a comienzos de noviembre. 


También llama la atención, si bien es el periodista el que lo consigna como elemento de 
suspicacia en mi contra -y cito textualmente- “que Abreu no quiso abundar en las razones del Canciller 
para no recurrir a los Legisladores de la Bancada de Gobierno”. Eso dice el semanario. Debo 
recordarle a los integrantes de esta Comisión -y creo que a todos les consta- que en materia de 
iniciativa legislativa siempre me comuniqué y coordiné precisamente con la Bancada de Gobierno; era 
uno de los roles que tenía cuando me hallaba al frente a la Secretaría de la Presidencia y, por ende, 
jamás le solicité a un parlamentario opositor que formulara alguna iniciativa legislativa. En principio, y a 
mi parecer, esa versión contraría la más elemental lógica política y sonaría muy extraño asimismo que 
a un avezado parlamentario como lo es el señor Senador Abreu, de haber existido semejante pedido, 
ello no le hubiera llamado la atención, tratándose de un hecho inusual en la vida política y que antes 
bien él podía haber interpretado ese episodio como una simple “gauchada”. 


La verdad objetiva y descarnada de lo ocurrido la relaté esa misma noche en el programa 
televisivo antes mencionado, luego en el derecho de respuesta que ejercí contra el semanario Brecha y 
por último en la sesión de la Cámara de Senadores donde se sustanció la cuestión de fueros a la que 
me referiré más adelante. Y esa verdad pura y simple es que al señor Senador Abreu yo no le pedí 
nada. 


En una fecha que ahora no puedo precisar, porque destruí la agenda del año 2008, el señor 
Senador Abreu me solicitó una entrevista en la Cancillería. Sin poder asegurarlo fehacientemente, es 
probable que dicha reunión haya tenido lugar el día 21 de agosto de 2008, como lo informan los 
recaudos de prensa que en este momento adjunto y dejo a disposición de la Comisión: una nota del 
diario Últimas Noticias y otra del diario El País. Como al final de la reunión el señor Senador Abreu me 
relató que estaba trabajando sobre el proyecto de ley de concursos -que culminó el 14 de octubre de 
2008- y como revisando mi pasaporte constaté que viajé al exterior el día viernes 10 de octubre, como 
surge de la página 20, estimo -y no puedo dar mayor precisión- que si la entrevista no fue mantenida el 
21 de agosto, de todas maneras debió haber tenido lugar necesariamente antes del 10 de octubre de 
2008. Entrego también a la Comisión fotocopia de mi pasaporte que acredita cuanto he dicho. 


Pues bien, el único motivo de la entrevista fue la consideración de diversos temas de la 
agenda internacional del país -posiblemente los enunciados en las notas periodísticas- y 
probablemente algún otro vinculado a esa materia. No recuerdo específicamente más detalles de los 
tópicos abordados; sé que uno de los asuntos tratados fue la resurrección de la URUPABOL, pero 
puedo asegurar que el señor Senador Abreu me visitó varias veces durante mi permanencia al frente 
del Ministerio de Relaciones Exteriores y nunca, jamás, planteó cuestión alguna a la temática 
internacional pues siempre concurría a interesarse de la misma en su condición de miembro de la 
Comisión de Asuntos Internacionales del Senado. 


Al culminar esa audiencia -de no más de treinta minutos o acaso menos- ya de pie y 
caminando ambos hacia la puerta del despacho -que es bastante amplio, casi con las dimensiones de 
esta Sala o probablemente más- el señor Senador Abreu me comentó al pasar que estaba trabajando 
sobre la Ley de Concursos que se hallaba próxima a ser aprobada, destacando que a su juicio era muy 
buena, si bien compleja -como todas las de su género- y que era muy engorroso el cúmulo de 
armonizaciones y derogaciones tanto de normas civiles como penales. Ante ello respondí que la nueva 
ley aparentaba ser técnicamente buena y comenté que de todas maneras cualquier normativa sería 
mejor que la vetusta legislación aprobada en el siglo XIX, expresión que he usado varias veces. Le 
aconsejé que prestara atención, que la estudiara con detenimiento y cautela, por las armonizaciones y 
derogaciones de las normas civiles y penales que la nueva Ley de Concursos impondría. Eso fue todo. 


Como comprenderán los señores Senadores, estoy reconstruyendo conceptualmente un 
intercambio de palabras brevísimo y fugaz ocurrido hace casi dos años. Por lo tanto, los términos del 
dialogado no son textuales ni podrían serlo. Solo si hubiera grabado la conversación -costumbre que 
no tengo- podría hoy testimoniarles los términos exactos del intercambio de palabras mantenido. 


El señor Senador Abreu dijo más tarde en Sala, en la sesión de la Cámara del 17 de agosto, 
que le referí la necesidad de revisar las normas penales de la Ley N* 2.230 para evitar una duplicación 
o superposición de las normas, lo cual es correcto. Pero lo real y concreto es que el diálogo se 
desarrolló de pie, caminando los dos hacia la puerta del despacho en ocasión de la despedida y no 
duró más que un par de minutos. Por lo tanto, insisto en que mis expresiones deben ser entendidas 
como un comentario, eventualmente y a lo sumo, como una simple opinión pero jamás, nunca, podrían 
ser interpretadas como un pedido, una solicitud, un favor o, mucho menos, como una gauchada. 
Breves intercambios de opinión de este tenor he mantenido muchos y con distintos interlocutores; en 
realidad, todos los hemos tenido y sin embargo nunca el otro ha interpretado que se le está planteando 
un pedido y tampoco nunca se ha visto que a través de una mera y llana opinión o advertencia o 
sugerencia el interlocutor salga disparado a elaborar proyecto de ley. 


Hasta aquí la primera parte de los hechos, los cuales acabo de resumir repitiéndoles a los 
señores Legisladores, con todo énfasis, que nada pedí ni nada solicité al señor Senador Abreu. Aquí no 
hubo operativos, ni gauchadas, ni carambolas a tres bandas con casín, ni garrones, ni engaños. Por 
otra parte, conforme intentaré demostrarlo más adelante, tampoco mediaron errores, ni puede 


sostenerse que el Parlamento -específicamente, la Cámara de Senadores- haya actuado con 
imprudencia. En el derecho de réplica que ejercí ante el mencionado semanario -que hoy ratifico ante 
ustedes- manifesté que niego con todo énfasis haber solicitado nada al Senador Abreu. Y punto. La 
entrevista había finalizado, el Senador Abreu se retiró y quien habla volvió a las tareas de ese día. 


Además, a propósito de este episodio, quisiera agregar un par de consideraciones, 
probablemente de significación menor, pero igualmente necesarias. Cuando recibí en audiencia al 
Senador Abreu, no tenía la menor idea del estado del trámite parlamentario que llevaba el proyecto de 
Ley de Concursos, y ni siquiera pregunté por él. Obviamente, menos aún sabía que el Senador Abreu 
estaba trabajando en el proyecto y que estaba por aprobarse en Comisión todo el articulado de la 
futura ley, para luego ser elevado al Plenario de la Cámara de Senadores a efectos de su sanción final. 
Antes bien, fue el Senador Abreu quien trajo el tema a colación, fue suya la iniciativa -creo que también 
por casualidad- y en ese entonces mantuvimos un escueto diálogo, al cual antes se ha aludido. En 
definitiva, se trató de un tema conversado al pasar, de improviso y por no más de un par de minutos, 
como le debe haber sucedido infinidad de veces a todos los Senadores presentes en este ámbito. 


Por otro lado, quiero aclarar también que la audiencia mantenida con el Senador Abreu no 
tenía nada de particular, pues varios Legisladores, de diversas tiendas políticas y en especial los 
miembros de la Comisión de Asuntos Internacionales de ambas Cámaras, solicitan -como es lógico- 
audiencias por asuntos relativos a la órbita de la Cancillería. A todos ellos, sin excepción ni distinción 
partidaria, los recibí siempre apenas pude, por el elemental respeto a su investidura. Esa actitud de 
apertura caracterizó todas mis gestiones en los distintos cargos públicos que me tocó desempeñar en 
el anterior Gobierno. 


¿Cuál fue mi único contacto con la denominada Ley de Concursos? Esta fue elaborada por un 
grupo de especialistas de la Cátedra de Derecho Comercial de la Facultad de Derecho, trabajando en 
coordinación con el Ministerio de Economía y Finanzas. Estoy en conocimiento de que trabajaron los 
profesores doctores Siegbert Rippe, Ricardo Olivera García e Israel Creimer, junto a un grupo de otros 
abogados, contadores y economistas de la órbita del Ministerio de Economía y Finanzas. El Senador 
Abreu, que participó del trámite legislativo del proyecto de ley, ha mencionado ante esta propia 
Comisión efectivamente a otros profesionales. El objetivo que se arrastraba desde tiempo atrás a partir 
de un primitivo proyecto del año 1998, que no logró ser sancionado, era modernizar la legislación 
comercial y, en apariencia, mejorar las normas contempladas en su momento por la Ley N* 17.292. 
Pero lo real y concreto es que, en todo ese largo proceso de elaboración de ese proyecto de ley, no 
tuve participación alguna; vale decir, no fui consultado, nunca emití opinión, no asistí a ninguna de las 
reuniones que seguramente se habrán mantenido durante la preparación de su texto, no conocí ningún 
borrador o anteproyecto, etcétera. Estimo, por otra parte, que eso era bastante lógico, en atención al 
tenor y contenido de la futura ley, que era eminentemente propio del Derecho Comercial y del Derecho 
Concursal, materias que son completamente ajenas a la rama o sector de la pequeña especialidad 
jurídica que poseo. Lo cierto es que a la luz del texto final, el proyecto de ley resultó muy complejo y de 
por sí tenía que armonizarse y compatibilizarse con el Código de Comercio, con el Código Civil, con la 
Ley Sociedades Comerciales N* 16.060 y también con una larga serie de leyes penales especiales. 
Cualquiera que repase el artículo 256, donde se establecen las derogaciones dispuestas por la Ley de 
Concursos y Reorganización Empresarial, constatará que se trata de una disposición abrogatoria tan 
extensa como pocas veces puede verse. Me he tomado el trabajo de contar el número de normas 
derogadas y puedo decir que esa disposición deroga 409 normas legales y, a su vez, modifica 15 
leyes, más el Código de Comercio y el Código Civil. Respetuosamente invito a los integrantes de la 
Comisión a que por un instante lean la disposición mencionada -es decir, el artículo 256- a efectos de 
comprobar cuán engorroso y complejo es el trámite de las derogaciones legales. Y por si esto no fuera 
suficiente, el artículo 256 apela al mecanismo de la derogación tácita porque establece que fuera de las 
disposiciones que se derogan a texto expreso, se deroga también “toda otra disposición que se oponga 
a lo dispuesto por la presente ley”. 


Sin pretender desviarme del tema en cuestión, vuelvo a decir que no tuve intervención 
alguna y jamás fui consultado durante el proceso de elaboración del proyecto de ley de concursos. El 
primer contacto que tuve con el texto proyectado tuvo lugar a comienzos del año 2006, cuando la 
iniciativa -como es de rutina- ingresó a la Asesoría Jurídica de la Presidencia de la República, en la que 
se hicieron una larga serie de objeciones y se devolvió al Ministerio de origen. Una vez corregidas las 
objeciones, el proyecto llegó a mis manos; es en ese momento cuando lo veo. No puedo precisar qué 


día fue, pero ello coincide con la fecha en que el Ministro de Economía y Finanzas y actual 
Vicepresidente de la República, contador Danilo Astori, me remitió el proyecto terminado a la 
Secretaría de la Presidencia. Una lectura del texto me permitió advertir que el actual artículo 256 en su 
redacción originaria derogaba las normas de la Ley N* 2.230, en particular, su artículo 76, que sin ir 
más lejos era el que tipificaba el delito por el cual en aquella época, agosto de 2006, se mantenían en 
prisión y estaban imputados los hermanos Peirano. Por ende, mi reacción inmediata fue la de 
anunciarle telefónicamente al Ministro de Economía y Finanzas las consecuencias que en ese 
entonces podía aparejar la derogación del precitado artículo 76. No comuniqué este tema a nadie más 
que al contador Astori, y luego al ex Presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez; ignoro si el 
contador Astori llegó a comentarlo con alguna otra persona. 


El propio Presidente del Senado, contador Astori, confirmó en la sesión del 1% de setiembre 
de 2010 que quien habla lo alertó sobre las consecuencias que podía tener esa derogación y que por 
esa razón fundada se eliminó del primitivo proyecto de ley de concursos la derogación del artículo 76 
de la Ley N* 2.230. Dejo constancia que esto figura en la versión taquigráfica de la sesión mencionada. 


Desde el punto de vista técnico se advierte que las disposiciones penales de la ley eran 
absolutamente deficientes y prima facie resultaban incongruentes con el delito de insolvencia 
fraudulenta, tipificado por el artículo 5% de la Ley N* 14.095, y que este proyecto venía a adicionar una 
nueva incongruencia o una complejidad aún peor. ¿Por qué? Porque el artículo 248 absorbía las 
normas de la ley del noventa y tres y las individualiza ahora bajo el nomen juris de “fraudes 
concursales”. Por ende, más que una duplicación de normas -como se ha repetido- se estaba en 
vísperas de concretar una triplicación de disposiciones penales a propósito de las mismas conductas, 
con lo cual -como lo advertirán sin dificultad los integrantes de la Comisión- la resolución del concurso 
de normas resultaba poco menos que imposible de dilucidar. Efectivamente, el contador Astori no había 
advertido el tema y ordenó corregirlo. Se optó por no tocar las disposiciones penales de la Ley N* 
2.230 y, en consecuencia, el artículo 256 de la actual Ley de Concursos y Reorganización Empresarial 
no derogó los artículos 42, 43, 44, 76 y 77 de aquella ley, pero tampoco suprimió el delito de fraudes 
concursales que aparece tipificado en su artículo 248. 


Jurídicamente, la no derogación de normas concurrentes era, sin duda, un absoluto 
desacierto técnico fundado exclusivamente en razones políticas o, si lo prefieren, de prevención de 
alarma social en función del proceso penal que podía quedar involucrado. 


Por lo tanto, lo cierto, lo real y lo concreto es que luego de la única oportunidad que tuve de 
examinar y tomar contacto con el proyecto de ley final, en razón del cargo que desempeñaba -en 
agosto de 2006- la opinión o consejo que di fue no derogar el artículo 76, advertencia que fue 
contemplada y, por ende, se mantuvo la triplicación de normas superpuestas a la que he aludido, la de 
la Ley N* 2.230, el artículo 5% de la Ley N* 14.095 y el artículo 248 de la Ley de Concursos y 
Reorganización Empresarial. 


¿Qué quiero significar en definitiva con esto? Que el Gobierno anterior no planteó la 
derogación hoy tan cuestionada, tan luego, gracias a mi oportuna voz de alerta. En realidad, en la 
ocasión en que tomé contacto con el proyecto de ley aconsejé que no se derogara el artículo 76 y la 
advertencia fue contemplada. Fui el único que advirtió que para entonces la consecuencia inmediata de 
la derogación de ese artículo hubiera importado también, de sancionarse la ley, la liberación inmediata 
de los hermanos Peirano, que en aquella época -año 2006- se hallaban imputados por ese artículo 76 
de la Ley N* 2.230 y se mantenían aún bajo prisión preventiva. ¡Imaginen los Senadores el escándalo 
que se habría provocado si se los hubiera liberado en el año 2006, sobre todo teniendo en cuenta el 
escándalo que ahora se ha montado tras la derogación tardía del artículo 76, cuando los hermanos 
Peirano -cosa que nadie dice- ya llevan tres años y tres meses en libertad provisional! ¡Este último 
escándalo resulta tan contradictorio como la escasa repercusión y el nulo escándalo que causara en su 
momento la excarcelación de los Peirano en el año 2007! Esta excarcelación -también me tomé el 
trabajo de contar los días- se produjo porque les faltaban 69 días para cumplir la totalidad de la pena 
de cinco años, como se expresa en la sentencia que decretó su libertad provisional. 


Por lo tanto, es absolutamente indiscutible que si en aquel momento hubiera querido 
beneficiar a alguien me habría alcanzado solamente con guardar silencio, sin alertar a nadie, ya que el 


tema había pasado inadvertido para todos; no tenía más que remitir al Parlamento el proyecto de ley 
original tal como venía elaborado por el Ministerio de Economía y Finanzas. 


Resulta obvio, para cualquier persona medianamente sensata, que si hubiera pretendido 
engañar a alguien o hacer algo indebido, me habría callado y hubiera enviado el proyecto de ley tal 
como había sido primitivamente formulado. La cuestión habría quedado a merced de que algún 
Legislador se diera cuenta del alcance de la derogación, hipótesis no imposible, pero sí poco probable, 
dada la extensión y la elevada complejidad técnica del proyecto de ley en cuestión. 


Debo insistir, en definitiva, en que fui yo quien evitó que el Poder Ejecutivo, inadvertidamente, 
derogara el delito del artículo 76 en 2006, pues nadie se había percatado hasta entonces de los efectos 
que implicaba en aquel momento, y no ahora, la tal derogación. Sin duda, mi intervención le evitó un 
problema, acaso un escándalo al Gobierno. No obstante, como jurista no puedo enorgullecerme de 
haber avisado para modificar un proyecto de ley, que siempre debe ser de alcance general, en atención 
a una situación particular. Por ello, como ya lo expuse públicamente, he decidido no continuar en la 
vida política, pues en ocasiones conjuga un matrimonio mal avenido con el Derecho. 


Quisiera realizar una última precisión imprescindible al cerrar este capítulo. Al momento de 
cobrar estado parlamentario el proyecto de ley de Concursos y Reorganización Empresarial -cuyo 
mensaje fue remitido el 21 de agosto de 2006- mi estudio jurídico no patrocinaba al contador Juan 
Domingo Ratti, cuya defensa fue asumida recién el 5 de diciembre de 2006 y, a su vez, ya hacía mucho 
tiempo que esta persona se encontraba en libertad, pues había sido excarcelado el 15 de mayo de 
2003. 


Ahora bien, retomo el hilo cronológico de lo acontecido para señalar que, como todos los 
Senadores saben, la consecuencia de la intervención en el programa televisivo del viernes 13 de 
agosto -el mismo viernes de la publicación- fue que el Senador Abreu planteara una cuestión de fueros, 
que fuera discutida en la sesión del Senado que se celebró el 17 de agosto. Acudí a esa sesión con 
toda la argumentación que vengo exponiendo para controvertir las afirmaciones públicas y previas del 
Senador que había luego promovido la cuestión de fueros. Confieso que fue con ese exclusivo 
propósito que concurrí ese día a la Cámara de Senadores, concentrado en refutar la versión difundida 
en el semanario y en explicarle al Cuerpo cómo se habían desarrollado los hechos. 


Llegado a este punto, quiero cuidarme de las expresiones, porque nunca ha sido mi estilo 
agraviar a nadie, ni en la vida ni en mi fugaz pasaje por la actividad política, y mucho menos se me 
ocurriría hacerlo en esta instancia ante la Comisión Investigadora. Pero debo decir francamente que 
me dejó perplejo la versión que expuso el Senador Abreu en Sala. La “gauchada” y la “carambola a 
tres bandas de casín” que había relatado a la prensa el viernes anterior pasaron a ser, además de una 
“sugerencia” -y cito sus propias palabras- un “comentario puntual sobre la necesidad de revisar el 
capítulo de las derogaciones”. 


El Senador Abreu dijo, lo cito textualmente: “La sugerencia -es la palabra que voy a utilizar- 
que recibí, proveniente de un catedrático Grado 5 de Derecho Penal, fue en el sentido de evitar 
una duplicación de figuras delictivas”. También agregó, elevando incluso el tono de voz -cosa que 
todos sabemos hacer- “no hago mandados ni gauchadas a nadie, sino que actúo de acuerdo con mis 
convicciones”, manifestando asimismo: “Debo decir que esa sugerencia, estudiada y evaluada, desde 
mi punto de vista era una buena técnica jurídica, porque contenía una figura delictiva mal tipificada en 
el siglo pasado, de reñida compatibilidad con el principio de legalidad contemplado en el artículo 1* del 
Código Penal”. Incluso, más adelante sostuvo: “De manera que desde el punto de vista de la 
iniciativa legislativa, de ningún modo voy a aceptar el comentario realizado en el sentido de que se 
haya actuado en forma impensada e irreflexiva, porque mi trabajo es ser Legislador, mi trabajo es 
estudiar”...“puedo afirmar que sobre la base de mi credibilidad personal y profesional, fundamenté 
jurídicamente mi posición en la exposición de motivos”. 


En fin, no vale la pena continuar con la transcripción, porque los miembros de la Comisión 
tienen a su disposición, naturalmente, la versión taquigráfica de la sesión celebrada el 17 de agosto. 
Incluso, fuera de Sala, en la conferencia de prensa, cuando le preguntaron si había hecho o hablado de 
una gauchada, el señor Senador Abreu volvió a repetir eficazmente: “Quedó claro también que yo no le 


hago mandados ni gauchadas a nadie. Está claro que no hago gauchadas, ni tampoco soy un 
transmisor de mandados y que eso son interpretaciones que cada periodista hace de acuerdo a las 
fórmulas”. Estas son las palabras textuales del señor Senador. 


Al cabo de repasar tales afirmaciones, pregúntense los señores miembros de la Comisión 
dónde quedó la gauchada y la carambola a tres bandas con casín, y cómo fue posible que terminara 
reconvertida en una mera sugerencia. Si, además, el señor Senador Abreu asumió la autoría del 
proyecto, si defendió en Sala, en esta sesión de la cuestión de fueros, las razones muy lógicas y los 
fundamentos, explicando que lo presentó a fin de encontrar la mejor solución jurídica para contar con 
una legislación comercial moderna y no contradictoria -según sus palabras textuales- no termino de 
entender qué responsabilidad se me pretende adjudicar en este tema. Por supuesto, los señores 
Senadores estimarán como mejor les parezca la versión de uno de sus pares. Por mi parte, y con el 
mayor de los respetos, vuelvo a confesar que quedé perplejo y atónito, porque al señor Senador, o bien 
le habían tergiversado sus dichos en la prensa -que puede ser- o estaba realizando una retractación. 
No cabe otra manera de entenderlo. 


Por supuesto, los dichos del señor Senador Abreu en Sala me suscitan coincidencias y 
discrepancias. Coincido con sus palabras en el sentido de que la Ley de Concursos modernizó la 
legislación vigente, que databa del siglo XIX, unificando en un solo texto toda la materia referida a 
quiebras, concordatos, liquidaciones de sociedades y concursos de personas físicas. Coincido también 
-cómo no voy a compartirlo- en que el proyecto de ley revisaba nada más ni nada menos que códigos 
del siglo XIX y que colocaba en la modernidad todas las disposiciones de carácter comercial. Comparto 
plenamente sus aseveraciones cuando el señor Senador Abreu manifiesta textualmente: “Hasta la 
aprobación de esta Ley N* 18.387, la regulación de la actividad de las sociedades comerciales y de las 
personas que actúan en ellas, directores, síndicos y administradores, estaba dispersa en la 
multiplicidad de normas en forma inorgánica en el Código Civil, en el Código de Comercio, en el viejo 
Código Penal derogado de 1889, en el Código Penal de 1934 vigente, entre otros. Varias de esas 
normas debieron ser derogadas al adoptarse el nuevo texto legal. Basta ver ese texto normativo para 
darse cuenta del número importante de derogaciones que se produjeron para poner en vigencia una 
ley moderna en materia de concurso y de reorganización empresarial. La nueva legislación” -continúa 
el señor Senador Abreu- “prácticamente un nuevo Código en la materia, unificó la calificación de los 
delitos vinculados con la actividad comercial y permitió superar el caos que suponía la superposición 
de distintos delitos en normas diferentes”. Mi única salvedad, señores Senadores, es de orden 
cualitativo, probablemente semántico, porque el señor Senador Abreu dice que se derogaron varias 
normas y como a mí el conteo, si es que no me equivoco -porque por algo soy abogado y fue para 
evitar las matemáticas- me arroja que son 409 las normas que se derogaron, creo que ello excede la 
dimensión de que son solo varias. Se trata, en verdad, de una multitud de disposiciones derogadas. 


No tengo reparo alguno en admitir, al mismo tiempo, lo laborioso que es el señor Senador 
Abreu, el espíritu constructivo que inspira todo su accionar político, como él lo reivindica. Desde luego, 
tampoco objeto su sabiduría, profundidad e idoneidad jurídica. Todo ello está fuera de discusión. 


En relación al intercambio de palabras que mantuviéramos al final de aquella entrevista en la 
Cancillería, también es verdad que no se habló ni se pensó en ningún caso particular. No lo hizo él y 
tampoco lo hice yo. Por lo tanto, cuando el señor Senador Abreu afirma -y voy a leer textualmente-, 
“que el proyecto de ley redactado, en lo que a mí concierne, no fue pensado para beneficiar ni para 
perjudicar a nadie en particular, sino para darle claridad y seguridad jurídica al nuevo régimen penal en 
materia comercial”, no tengo por qué dudarlo. Lo único que agrego es que yo tampoco pensé en 
ningún caso en particular. En realidad, ni siquiera daba para pensarlo, por el carácter imprevisto y 
sobre todo, harto fugaz, del dialogado. Lo único que tenía presente, desde mucho antes, era la 
triplicación de normas penales concurrentes que acabo de mencionar. Específicamente, me refiero a la 
Ley N* 2.230, a la Ley N* 14.095 en su artículo 5* y el artículo 284 de la Ley N* 18.387. Por supuesto 
que tampoco objeto sus afirmaciones en el sentido de que no hace mandados ni gauchadas a nadie, 
sino que actúa de acuerdo con sus convicciones y su conformación ética. Sin embargo, lo único que 
lamento es que no se haya expresado así ante el semanario Brecha cuando fue entrevistado, ya que 
hubiera evitado muchas cosas. 


Como es de pública notoriedad, a raíz de la sentencia judicial de clausura del proceso penal 
recaído en el llamado “caso Peirano”, la Cámara de Senadores constituyó esta Comisión Investigadora 


el 19? de setiembre. La primera sesión de esta Comisión se celebró el 7 de setiembre y en ella, como 
consta a todos los señores Senadores, la primera persona en brindar su testimonio fue, precisamente, 
el señor Senador Abreu, quien corroboró y amplió lo que antes había expuesto ante el Plenario de la 
Cámara de Senadores el 17 de agosto, durante el planteo de la cuestión de fueros. En efecto, como 
surge de su deposición ante esta Comisión Investigadora, el señor Senador Abreu comenzó por 
historiar la sanción de la Ley de Concursos, mencionó a todos los juristas, contadores y economistas 
que habían participado durante el trámite legislativo en el seno de la Comisión de Constitución y 
Legislación de la Cámara Alta. Luego relató la conversación que había mantenido conmigo en aquella 
entrevista en la Cancillería manifestando: “La sugerencia que recibí fue en el sentido de evitar una 
duplicación de figuras delictivas, para que quedara en claro que también a los directores y 
administradores de las sociedades anónimas les era aplicable el régimen general, es decir, los delitos y 
penas previstos en el Código Penal para los casos de quiebra y fraude y los delitos de insolvencia 
fraudulenta y el recientemente creado delito de fraude concursal. En otras palabras, se trataba de 
suprimir la tipificación para dichos directores y administradores y evitar la superposición de diferentes 
tipologías penales, aplicables a las mismas conductas, es decir, las consagradas en los artículos 42 a 
44 y 76 de la vieja ley y la del Código Penal y normas especiales actualmente vigentes.” A su vez, en la 
ocasión agregó que tomó buena nota de la sugerencia y, por tanto, dice textualmente ante este 
Cuerpo: “Analicé las disposiciones penales vigentes en la materia, las disposiciones del nuevo régimen 
legal, así como el artículo 256 de la nueva ley y concluí, por múltiples razones que desarrollaré, que le 
asistía razón a la advertencia que había recibido.” También relata que en el ámbito del Senado se 
entendió oportuna la propuesta, reiterando que la sugerencia fue de pura técnica jurídica y que por ello 
la recibió con la debida seriedad. Asimismo dice: “He compartido y comparto la opinión respecto de la 
derogación de los artículos de la Ley N* 2.230. Es más; estoy convencido de su conveniencia jurídica. 
La modificación que tuve la iniciativa de presentar, en base a una sugerencia recibida, fue 
cuidadosamente evaluada y no fue pensada para beneficiar o perjudicar a nadie en particular, sino para 
dar claridad y seguridad jurídica al nuevo régimen penal en el ámbito comercial.” 


Luego, el señor Senador Abreu desarrolla los cuestionamientos que toda la doctrina había 
formulado a la vieja Ley N* 2.230, incluida la postura de quien hoy habla, y manifiesta: “Debo sí 
explicar que los delitos previstos en los artículos 42 a 44 y 76 de la Ley N* 2.230 fueron 
sustituidos por la Ley N* 18.387, que establece un nuevo régimen concursal y normas específicas 
sobre responsabilidad civil y penal de las personas físicas de los directores, administradores y 
representantes de las sociedades.” Resultaba, en consecuencia, incongruente mantener en vigencia 
los artículos de ley de 1893, por cuanto los nuevos tipos legales han previsto la totalidad de los 
supuestos de inconductas punibles en el proceso anterior o posterior a la demanda del concurso y 
mantener estos artículos hubiera implicado una absurda e infundada duplicación normativa al punto 
que, incluso, de no haberlos derogado expresamente, se hubiera podido sostener -como se ha hecho- 
su derogación tácita por efecto de la nueva ley en el tiempo. 


Finalmente, preguntado por este Cuerpo por el asesoramiento que recabara después de 
recibir mi sugerencia, el señor Senador Abreu responde, y cito textualmente: “Los asesores que yo 
tengo son, por suerte, unos cuantos y buenos. Cuando se planteó esta iniciativa, recurrí a ellos, pues 
algunos son abogados de primer nivel y otros tienen cierta especialidad en Derecho Penal. Esta 
derogación no fue planteada al correr de la pluma ni en forma improvisada; el tema quizás no fue 
estudiado con la misma profundidad que ahora, pero sin duda fue analizado con los mismos 
fundamentos jurídicos que hoy desarrollo acá”. Finalizaba el señor Senador Abreu diciendo que este 
tema era absolutamente compartible y recomendable desde el punto de vista jurídico. 


Para evitarles inútiles repeticiones, me basta con expresar que comparto casi todo lo 
expuesto por el señor Senador Abreu a propósito de los groseros defectos técnicos que contenía la 
normativa penal de la Ley N* 2.230, así como la imperiosa necesidad de derogarla y la idéntica y no 
menor necesidad de no duplicar y yo diría, de no multiplicar, la tipificación de figuras delictivas. No 
obstante, mantengo algunas discrepancias o, por lo menos, debo hacer algunas aclaraciones 
imprescindibles. Por ende, expuestas las coincidencias, vayamos ahora a las discrepancias. 


En primer lugar, quiero plantear una equivocación muy menor. La Ley de Concursos no 
contiene 263 artículos como él dice, sino 264. En segundo término, controvierto un severo error 
conceptual del señor Senador Abreu, que aun hoy mantiene, a pesar de todo lo que estudió a propósito 
de la Ley de Concursos y de su modificativa, es decir, la Ley N* 18.411. La cuestión es de orden 


jurídico, pero es valedera. El señor Senador Abreu argumenta que debía quedar claro que “también a 
los directores y administradores de las sociedades anónimas les era aplicable el régimen general, es 
decir, los delitos y penas previstos en el Código Penal para los casos de quiebra y fraude. A todos ellos 
el Juez Penal aplicará las mismas penas que correspondan a los delitos previstos en el Código Penal 
vigente, tales como fraude, quiebra fraudulenta y quiebra culpable”. Pues bien, ese razonamiento - 
dicho sea con el mayor respeto- resulta equivocado, en primer lugar, porque a los directores y a los 
administradores de sociedades anónimas no se les va a aplicar el Código Penal en los casos de fraude 
-en todo lo demás sí- sino que se les va a aplicar, precisamente, el delito de fraudes concursales, 
establecido en sus distintas modalidades típicas por el artículo 248 de la Ley de Concursos, y no por el 
Código Penal. La pena, claro está, es la pena de esa figura delictiva extra Código y no proviene del 
Código Penal. Acoto subsidiariamente -como más adelante lo demostraré- que ahora he advertido - 
porque no me di cuenta antes- que los delitos de quiebra, tanto la culpable como la fraudulenta, 
quedaron sin tipicidad por una errónea derogación hecha por la Ley de Concursos a las normas del 
Código de Comercio. Pero desde luego, y en cuanto aquí y ahora interesa, mi discrepancia esencial se 
centra en que, según él, le hice una sugerencia no a la ligera, “que no fue, desde mi punto de vista, un 
dato al pasar dado en forma ligera”. Esto lo controvierto con todo énfasis. Y disculparán los señores 
miembros de la Comisión por volver a insistir sobre esto. Desde el punto de vista temporal, la 
sugerencia fue ligera, hecha de modo muy rápido. Pero desde el punto de vista sustantivo o de fondo, 
creo que fue tan clara como elemental: se trataba de evitar el concurso de normas, como lo sabe 
cualquier abogado penalista. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Dónde dijo eso? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En la sesión del Plenario de la Cámara de Senadores durante la cuestión de 
fueros, o en la exposición que hizo cuando vino a deponer ante esta Comisión. 


El señor Senador Abreu fue a la Cancillería a preguntar o interiorizarse sobre temas del 
ámbito internacional. Ya les dije: si no recuerdo mal, le interesaba especialmente también el 
relanzamiento de la URUPABOL. Nunca el señor Senador Abreu se interesó o planteó inquietud alguna 
sobre ningún otro aspecto que no tuviera relación con el Derecho Internacional. Y fue él quien, 
terminada la entrevista y mientras caminábamos hacia la puerta del despacho, mencionó la Ley de 
Concursos, sobre la que se encontraba trabajando. Yo no sabía nada al respecto. Cuando planteó el 
tema de la complejidad de las derogaciones, le expresé mi opinión espontánea, que ya les he 
explicado. Lo hice, obviamente, sin ningún análisis previo, solo en base al recuerdo que tenía de 
cuando había visto el proyecto en el año 2006, acerca de la multiplicidad de normas penales 
absolutamente incompatibles entre sí. Por cierto, no tomé el tiempo que duró ese intercambio de 
opiniones o de palabras, porque así como no uso grabadores, tampoco utilizo cronómetros, pero estoy 
en condiciones de asegurar que ese escueto dialogado no insumió más de un par de minutos. 


Entonces, ¿cómo puede calificarse? ¿No es esta una opinión espontánea, dada al pasar, por 
mera casualidad, en forma imprevista y sin meditación previa? Yo no estoy en la cabeza de mis 
interlocutores y, claro está, no puedo apreciar cómo interpretan estos una simple opinión. Pero si a un 
par de frases, expresadas al pasar y de apuro, se les da el sentido de una autoría intelectual, como lo 
entendió el señor Senador Abreu, pues entonces en este país tendremos que empezar a cuidarnos 
hasta de decir “buenos días”. No en balde el señor Senador Abreu admite que esa opinión o 
sugerencia, como la denomina él, la profundizó y se convenció de que era correcta, estudiada y 
evaluada; dice él: “desde mi punto de vista era una buena técnica jurídica”. E insiste varias veces en su 
exposición en la sesión de la Cámara del 17 de agosto, que no redactó el proyecto modificativo en 
forma impensada o irreflexiva, sino todo lo contrario, porque su trabajo como Legislador es estudiar. Y 
yo no tengo ningún motivo para dudar de ello. Había estudiado y examinado la cuestión, y ahora 
sabemos también que hasta la consultó con algún otro jurista. Luego la fundamentó ante los demás 
Legisladores cofirmantes del proyecto expresando una razón jurídicamente inobjetable: había que 
evitar la superposición de leyes penales, la duplicidad de tipificaciones penales. Si estudió y profundizó 
ese análisis -como él indica- es porque yo no le brindé más que una impresión, que cualquier 
Legislador responsable se aboca a corroborar. Si hizo todo ello es porque la autoría, la paternidad 
intelectual de la iniciativa, es enteramente suya. 


SEÑOR GALLINAL.- Me permito interrumpirlo porque creo que mi inquietud viene al caso, ya que le 
pregunté en qué circunstancias el señor Senador Abreu había expresado esos dichos, si lo hizo en la 


sesión del Senado, en la Comisión o en la prensa. Evidentemente, la última parte a que hizo referencia 
el doctor Gonzalo Fernández la expresó en la sesión del Senado. Entonces, pregunto por qué no 
surgió la réplica de su parte. Por lo que recuerdo, lo dicho sobre “la autoridad intelectual” y “la autoridad 
material del proyecto”, la utiliza en la sesión del Senado. Concretamente, esa es la pregunta que quería 
hacer al doctor Gonzalo Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Hace poco rato dije que vine muy preparado a la sesión del Senado para 
controvertir lo que había publicado el semanario Brecha, y que ante la nueva versión brindada por el 
señor Senador Abreu me quedé atónito, perplejo, porque era algo completamente distinto a lo que 
había manifestado a la prensa. Es más, acabo de aclarar -no sé si lo escuchó el señor Senador; de no 
ser así, lo reitero- que es probable que las palabras del señor Senador Abreu hayan sido tergiversadas 
por el periodista, porque no coincide lo que dijo en la sesión del Senado del 17 de agosto y lo que 
expresó más ampliamente en la primera sesión de esta Comisión Investigadora con lo que divulgó el 
semanario Brecha. No sé si queda clara la respuesta. 


En cuanto a si las expresiones fueron vertidas en la Comisión o en la sesión del Pleno, 
señalo que cuando hablábamos, varios señores Senadores me hacían gestos asintiendo que fueron 
manifestadas en este ámbito. Por ende, no tenía la oportunidad de controvertirlo. 


SEÑOR MOREIRA.- A los solos efectos de aclarar, quiero puntualizar que tengo en mi poder la versión 
taquigráfica de lo expresado por el doctor Fernández en el Senado. Dice: “Al culminar la entrevista” - 
refiriéndose al señor Senador Abreu- “me comentó al pasar los temas en que se estaba trabajando en 
el Senado y señaló que se estaba por aprobar la ley relativa a los concursos, que era una ley muy 
difícil, compleja y engorrosa por las armonizaciones y derogaciones que planteaba. Yo le dije que 
efectivamente era así, que tuvieran cuidado y la estudiaran con detenimiento y cautela, tanto por las 
armonizaciones y derogaciones de la normas civiles, como de las normas penales. De modo que, si 
esa es la advertencia o sugerencia, como la ha llamado hoy, que el señor Senador Abreu dice que le 
formulé, debo decir que es verdad y la conversación sobre el punto no debe haber durado más de un 
minuto. Le advertí precaución o cuidado”. Es lo que se dice textualmente allí. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Lo ratifico plenamente. 
Si está contestada la pregunta, continúo con la exposición. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continúe, doctor Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Entonces, ingresemos al segundo punto, al trámite legislativo que tuvo la Ley 
N“ 18.411, que sé es lo que más interesa a la Comisión. Amén de ello, permítaseme que intente 
demostrar por qué razones creo que el Parlamento no incurrió en error alguno al sancionarla. 
Efectivamente, también coincido con el señor Senador Abreu cuando en la sesión del Senado expresa 
que yo estaba y estoy convencido de que era procedente la derogación del artículo 76, para no duplicar 
la tipificación de un delito y porque su permanencia carecía de fundamento lógico. Es así, y debo 
suponer que la misma convicción tuvo y mantiene el señor Senador Abreu. En esos términos lo 
manifiesta, por otra parte, la exposición de motivos del proyecto de ley interpretativo elaborado al 
parecer por el doctor Juan Andrés Ramírez y promovido por los señores Senadores Larrañaga, Abreu, 
Moreira y Da Rosa, aseverando que —textualmente- “el fundamento para suprimir el delito del artículo 
76 de la Ley N* 2.230 se mantiene vigente”. Y esto dice la exposición de motivos. 


Abordemos, por consiguiente, el segundo párrafo de mi declaración, haciendo la salvedad y 
excusándome de antemano, porque aquí es menester explayarse sobre cuestiones netamente jurídicas 
y bastante intrincadas por si fuera poco, que intentaré explicar con toda claridad, con la mayor sencillez 
posible sobre todo en consideración a que no todos los miembros de la Comisión son abogados. 


Como les dije, luego de la corrección realizada al artículo 256 ante mi advertencia, el Ministro 
de Economía y Finanzas lo remite con Mensaje el 21 de agosto, lo envía al Poder Ejecutivo e ingresa a 
la Cámara de Representantes el 31 de agosto de 2006. Por supuesto, me olvidé por completo del 
asunto, que comenzó a ser considerado y estudiado en el ámbito parlamentario, donde no me cupo 


ninguna otra intervención o participación porque jamás fui consultado. Este proyecto insumió veinte 
meses en la Cámara de Representantes, que terminó aprobándolo el 1* de julio de 2008, e insumió 
tres meses en la Cámara de Senadores, que lo aprueba el 15 de octubre de 2008. En ambas Cámaras 
todo el proyecto se aprobó en una única sesión y el 23 de octubre de 2008 el Poder Ejecutivo lo 
promulga. Es decir que el trámite de la Ley de Concursos insumió más de dos años, concretamente 
veinticinco meses y medio, y durante ese lapso, por cierto, sucedieron varias cosas. 


En primer lugar, los hermanos Peirano fueron excarcelados, otorgándoseles la libertad 
provisional -y lo subrayo- el 29 de mayo de 2007. Curiosamente, en aquella oportunidad no hubo 
crispación pública de especie alguna. 


En segundo lugar, la Fiscalía dedujo acusación del proceso el 19 de octubre de 2006, fijando 
la imputación o pretensión punitiva por un delito distinto y más grave que el establecido por el artículo 
76. La Fiscalía acusó por el delito de insolvencia societaria fraudulenta, reprimida por el artículo 5% de 
la Ley N* 14.095. 


En lo que refiere al contador Juan Domingo Ratti, que estaba excarcelado desde el 15 de 
mayo de 2003, fue defendido originariamente por el doctor José Petito hasta el día 15 de diciembre de 
2006, cuando el jurista asignado se acogió a la jubilación y ello le impidió continuar con esta defensa; 
la doctora Salom -a quienes hoy escucharon y que había sido su adjunta en la Cátedra de Derecho 
Penal de la Facultad- asumió su defensa formalmente junto conmigo. 


En el plano personal, como es de notoriedad, abandoné la Secretaría de la Presidencia de la 
República en el mes de marzo de 2008, pasando a desempeñarme al frente del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, área completamente nueva para mí. 


Es evidente que el señor Senador Abreu estaba aguardando la promulgación de la Ley de 
Concursos desde el mes de agosto, cuando nos encontramos en la Cancillería, porque el mismo día de 
su promulgación, el 23 de octubre de 2008, él promovió su proyecto modificativo. Por ende, como ya 
les dije, es imposible que haya hablado conmigo a comienzos de noviembre de 2008, cuando introdujo 
el proyecto el 23 de octubre de ese año. Él informó al semanario Brecha que fue quien se encargó de 
recoger las firmas de los señores Senadores Alfie, Michelini y Percovich para el proyecto de ley 
modificativo que redactara y presentara. 


A su vez, en la Cámara de Representantes -Diario de Sesiones del 5 de noviembre de 2008- 
el entonces Diputado Cánepa afirma -a propósito de este proyecto de ley interpretativo- que cuando el 
señor Senador Abreu, como Miembro Informante y en nombre de todo el Partido Nacional, en conjunto 
con el resto de todos los señores Legisladores, presentó este proyecto de ley en el Senado, se votó 
inmediatamente sin discusión y por unanimidad; página 32 del Diario de Sesiones de la Cámara. Al 
mismo tiempo el ex Diputado Lorenzo, cuando solicita a la Cámara de Representantes un cuarto 
intermedio, también expresa haber consultado al señor Senador Abreu, autor del proyecto de ley 
modificativo, quien le trasmitió el sentido de esta regulación. Vale decir, por tanto, que ambos 
Diputados identifican claramente al señor Senador Abreu como autor de la iniciativa. El propio señor 
Senador ha confirmado en el curso de la cuestión de fueros tratada en Cámara que esto es así. 
Incluso, el ex Diputado Lorenzo agrega -sin nombrarme- que al ser consultado, el señor Senador Abreu 
le informó que otra persona se lo había sugerido y que a él le había parecido una buena idea. 


Entonces, si bien el señor Senador Abreu fue quien elaboró el proyecto, recabó la firma de 
los señores Senadores, lo presentó y actuó como Miembro Informante, no termina de entenderse por 
qué razón en la sesión del Senado del día 23 de octubre de 2008 delegó esa tarea de informar al 
Cuerpo en la ex Senadora Percovich y por qué motivo, hallándose presente en Sala, no solo no 
informó el proyecto modificativo delegando la tarea en la mencionada ex Senadora sino que, además, 
derivó también en el señor Senador Michelini la moción de inclusión del proyecto de ley en el orden del 
día de esa sesión. Es una lástima porque, a decir verdad, siendo el señor Senador Abreu abogado, 
podría haber hecho un informe mucho más amplio, aun en Sala, sin desmerecer con esta afirmación, 
desde luego, las buenas explicaciones de la ex Senadora Percovich. 


El proyecto modificativo tuvo un trámite acelerado en la Cámara de Senadores, en apariencia 
porque el objetivo era que la nueva ley concursal contemplara la situación del CASMU. Lo real y 
concreto es que el artículo 1% anticipó notoriamente la entrada en vigor de la ya aprobada Ley de 
Concursos rebajándola de 180 días -como estaba inicialmente establecido en su artículo 255- al 
término exiguo de 10 días. 


En lo que ahora nos interesa, la fundamentación de la norma derogatoria fue correctamente 
fundada por la ex Senadora Percovich a pesar de que ella no es de profesión abogada. La exposición 
de motivos del proyecto afirma -en relación al artículo 2”- que la derogación de los artículos 42 a 44 y 
76 de la ley se realiza “a los efectos de eliminar la supervivencia de dos regímenes legales que regulan 
una misma conducta delictiva.” En Sala, la entonces Senadora Percovich expone: “En su momento no 
los habíamos incluido en las derogaciones, y no hacerlo implicaría, de hecho, la existencia de una 
doble normativa con relación al delito que se establece en el artículo 248 de la Ley de Fraudes 
Concursales.” 


Entonces, cuando el semanario Brecha recoge la versión de algún Legislador no identificado 
que habría referido que la norma derogatoria pasó de contrabando, no puedo menos que preguntarme: 
¿Dónde está? ¿Qué es lo que pasó de contrabando si la ex Senadora Percovich lo explicó con diáfana 
claridad y su fundamentación jurídica resulta impecable más allá de que, seguramente, el señor 
Senador Abreu podría haberla ampliado y, dados sus conocimientos jurídicos, podría haberlo hecho 
mejor? Es verdad, y esto está fuera de toda duda: no pueden coexistir simultáneamente dos normas 
penales tipificando el mismo delito con distintas sanciones punitivas. Eso sí sería el zafarrancho 
jurídico que mencionó en su momento el ex Diputado Lorenzo. 


Para culminar el análisis del trámite legislativo de la Ley N* 18.411, me permito recordar que 
ese proyecto ingresó a la Cámara de Senadores el jueves 23 de octubre, fue incorporado de inmediato 
al orden del día por 20 votos en 21 y fue aprobado en esa misma sesión sin pasar a Comisión. Debo 
manifestar también que ningún Senador me consultó al respecto, y es cierto que tampoco tenían por 
qué hacerlo. Pero, además, si yo ni siquiera conocía el texto proyectado, ¿cómo iba a poder opinar? 
Fuera de aquel fugaz y brevísimo intercambio con el señor Senador Abreu en ocasión de su visita a la 
Cancillería, no supe más nada del asunto; ni siquiera supe que el tema hubiera cuajado en un proyecto 
de ley. Antes bien, si me hubieran consultado, hubiera reaccionado automáticamente afirmando -como 
ya dije- que el texto proyectado era incompleto. Al señor Senador Abreu le faltó prever la derogación 
del artículo 77 de la ley, disposición que solo él podrá explicar por qué razón no incluyó. Esa es, en 
efecto, la única norma penal de la Ley N* 2.230 que fue excluida de la derogación y que, en el futuro, 
también deberá ser enmendada. Desde luego, si mi hubieran preguntado, habría redactado mejor la 
exposición de motivos. Pero, reitero, nadie me consultó. Incluso, de haber recibido alguna consulta, no 
sé siquiera si hubiera podido atenderla. Digo esto porque, en ese entonces, yo me encontraba en las 
vísperas de la Cumbre Iberoamericana de El Salvador, hacia donde viajé en la noche del 26 de octubre 
de 2008, retornando a Montevideo el día 1? de noviembre de ese año, como consta en mi pasaporte - 
cuya fotocopia he entregado- en las páginas 15, 10, 18 y 22, por la forma irregular en que se colocan 
los sellos migratorios. Cualquiera que haya participado de alguno de esos eventos, más aun como 
Ministro de Relaciones Exteriores, sabe que en los días previos -y sobre todo ese jueves 23 y viernes 
24 de octubre de 2008- toda la atención, febril y frenética, se centra en la preparación de la Cumbre, 
sobre todo en las múltiples reuniones bilaterales de Cancilleres, que en todas las Cumbres se realizan 
para tratar los más diversos temas. Esto lo puede corroborar el señor Senador Nin Novoa, ya que 
asistió conmigo a la Cumbre en su calidad de Vicepresidente de la República. Él fue testigo presencial 
de cuanto afirmo y del intenso trabajo que mantuve a lo largo de ese evento. 


Permítanme ingresar ahora -a pesar de las caras de aburrimiento que observo- al trámite que 
tuvo este proyecto de ley en la Cámara de Representantes. El proyecto aprobado por la Cámara de 
Senadores el 24 de octubre de 2008, ingresó el 4 de noviembre a la Cámara de Representantes, 
donde fue sancionado al día siguiente, el 5 de noviembre, siendo promulgado por el Poder Ejecutivo 
recién el 14 de noviembre. Aquí sí, en la Cámara de Representantes, alguien tuvo una duda, y fue el ex 
Diputado Lorenzo, el único que me preguntó. Es decir, la única pregunta que yo recibí fue la del ex 
Diputado Lorenzo. A él sí le surgió la duda, y aclaro que yo no lo conocía. 


Me permito tomar las propias expresiones del entonces Representante Lorenzo, 
manifestadas en Sala, en la Cámara de Representantes, aquel 5 de noviembre: “Antes del inicio de 


esta sesión, estuve fuera de Sala, precisamente haciendo consultas. Tengo una enorme duda sobre el 
sentido y las consecuencias del artículo 2”. Todo el mundo sabe que en Derecho Penal, cuando se 
deroga algo, se terminó y eso significa que los que están adentro, porque fueron condenados por otros 
delitos, salen”. Aclaro que la expresión “otros” es equivocada. Para emplear los mismos términos 
utilizados por el señor Representante, los que están adentro condenados por ese delito derogado, son 
los que salen, y los que recibieron condena por otros delitos no derogados, por supuesto que no. 


El ex Diputado Lorenzo continúa expresando: “He estado tratando de informarme; incluso, 
manifesté mis dudas al señor Diputado Cánepa”. Asimismo, manifiesta que también consultó al señor 
Senador Abreu a quien él y todos tienen como promotor de la iniciativa y a quien consideran -para 
emplear una expresión usada por el señor Legislador- el padre intelectual de la derogación proyectada. 


Luego, el ex Diputado Lorenzo continúa diciendo: “He consultado al señor Senador Abreu, 
quien me trasmitió el sentido de esta regulación y asimismo que el motivo de la propuesta de este 
proyecto tiene que ver con otra persona que se lo sugirió. A él le pareció una buena idea y me dijo que 
lo iba a consultar e inclusive le iba a plantear que se comunicara conmigo. La verdad es que me 
gustaría que esta Cámara esperara a que pudiéramos esclarecer este asunto”. El señor Diputado 
Cánepa que, aparentemente, no compartía las prevenciones del ex Diputado Lorenzo, con escasa 
generosidad, mociona el pase a un cuarto intermedio por el brevísimo término de cinco minutos. Esta 
moción es aprobada y la Cámara de Representantes pasa a un cuarto intermedio a las 17 y 30 horas y 
reanuda la sesión a la hora 17 y 36. Todo esto resulta de las páginas 35 y 36 del Diario de Sesiones 
respectivo. Vuelvo a decir que se solicitó un cuarto intermedio de cinco minutos. Una vez reanudada la 
sesión y tras un intermedio donde se vota un proyecto de resolución proveniente de la Comisión de 
Asuntos Internacionales, el ex Diputado Lorenzo retoma la palabra y manifiesta haber recibido 
información acerca del sentido del artículo 2”. A propósito de ello, expresa: “Sin perjuicio de que la 
derogación de estos artículos, es decir, del régimen de responsabilidades civiles y penales de los 
Directores, en el marco de la Ley N* 2.230 podría” -solicito que los señores Senadores presten 
atención a esto- “generar un hueco en el aspecto temporal de aplicación del régimen anterior concursal 
y de liquidación de sociedades, por información referida a la jurisprudencia y a cómo se aplican estas 
normas en su conjunto, tengo claro que el efecto sería mínimo, si no nulo. Además, el nuevo régimen 
aprobado de concurso y reorganización empresarial, que tiene un sistema sancionatorio y de 
responsabilidades para los responsables de las empresas que entran dentro de las previsiones de la 
ley, es claro y apropiado. La vigencia de estos artículos podría generar una aplicación poco clara o una 
vigencia simultánea de dos regímenes, algo que no es deseable”. Más claro, imposible. Es ostensible 
que lo que le preocupaba al ex Diputado Lorenzo era el riesgo de que entre la derogación del artículo 
76 de la Ley N* 2.230 y la entrada en vigor de la Ley de Concursos y Reorganización Empresarial, o 
sea durante diez días, pudiera cometerse algún nuevo delito concursal que quedara sin sanción. Por 
eso es que se habla de hueco o vacío de tiempo. 


Luego del cuarto intermedio, el ex Diputado Lorenzo manifestó que creía preferible votar la 
disposición “aun corriendo el riesgo, muy poco probable -diría, casi imposible- de que alguna 
situación se vea beneficiada porque en un lapso corto no habrá un régimen de responsabilidad civil y 
penal para los Directores de las sociedades”. Creo que estaba confundido. Después agrega: “El 
régimen anterior dejará de estar vigente cuando se promulgue la nueva ley”. Esto figura en la página 
102 del Diario de Sesiones correspondiente. 


Fue así que la Cámara de Representantes votó por 47 votos en 47 presentes el texto 
modificativo proyectado. Supongo, quiero y debo creer que habrá mediado algún otro intercambio de 
opiniones y de consultas porque no en balde la Cámara sancionó el proyecto de ley en esa misma 
sesión, a pesar de que no mediaba ninguna razón de urgencia para votarlo ese mismo día si subsistía 
alguna duda. Tanto no mediaba ninguna razón de urgencia que el Poder Ejecutivo recién promulgó la 
Ley N* 18.411 diez días después, o sea, el 15 de noviembre de 2008. Eventualmente, si la urgencia se 
vinculaba con el artículo 1% y con la situación del CASMU y subsistían dudas, se podría haber 
desglosado el artículo 22 y votado únicamente el 1%, que aparentemente era el verdadero motivo de la 
urgencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera referirme al momento particular de la aprobación de ley por parte de la 
Cámara de Representantes. El día que el doctor Gonzalo Fernández concurrió al Senado en ocasión 
de plantearse el tema de la cuestión de fueros, mencionó una conversación telefónica... 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Inmediatamente iba a hacer referencia a ese episodio. 


¿Qué ocurrió en el interregno, durante el cuarto intermedio votado por la Cámara de 
Representantes? Vía telefónica, el ex Diputado Lorenzo me planteó una inquietud, pero quiero aclarar 
que primero me llamó el señor Senador Abreu, me proporcionó el número telefónico de aquel y me 
pidió que por favor me comunicara con él para evacuarle una duda. Yo no conocía al ex Diputado 
Lorenzo pero cuando lo llamé me formuló una pregunta que me sorprendió. En primer lugar -y esto ya 
lo señalé- ni siquiera sospechaba que aquel comentario lejano en el tiempo que hiciera al señor 
Senador Abreu se había concretado en un proyecto de ley que ya tenía media sanción del Senado y 
que estaba a punto de ser aprobado ese mismo día por la Cámara de Representantes. Quiere decir 
que aquella sugerencia había terminado siendo un proyecto de ley concreto -extremo que yo ignoraba- 
que ya había sido aprobado por el Senado y que ese mismo día estaba a punto de ser votado por la 
Cámara de Representantes. En esa ocasión, al entonces Diputado Lorenzo le concedieron -creo que 
con muy escasa generosidad- un cuarto intermedio de cinco minutos para que pudiera hacer la 
consulta pertinente. 


El lunes 3 de noviembre de 2008 -cuando volví de la Cumbre Iberoamericana- me reintegré a 
mis funciones en la Cancillería y estaba completamente ajeno al asunto. Cuando el ex Diputado 
Lorenzo me plantea la inquietud por vía telefónica, le di mi parecer. En primer término, le expliqué que 
únicamente un artículo de este vieja ley de 1893 -el artículo 76- había sido parcialmente aplicado en 
tres ocasiones: en 1965, en ocasión de la crisis bancaria del Banco Transatlántico; en 1971, debido a la 
quiebra del Banco Mercantil; y en 2002, a raíz de la quiebra del Banco Montevideo. Por otra parte, 
también le expresé que hasta tanto no se promulgara la nueva ley, la vigencia de la anterior se 
mantenía inalterada y continuaba rigiendo. Y por último le informé que —según era notorio— en la única 
causa en trámite por este artículo 76 ya había recaído acusación del Fiscal, imputando el delito de 
insolvencia societaria fraudulenta, por lo cual me parecía -y me sigue pareciendo- que la nueva ley no 
resultaba aplicable a ese proceso. 


En suma, ¿qué hice cuando el ex Diputado Lorenzo me planteó su inquietud? Lo mismo que 
antes: le di en forma brevísima y de improviso mi parecer, mi impresión prima facie -tal como suele 
decirse- impresión que él compartió. Mis respuestas fueron absolutamente sinceras: los artículos 42, 
43, 44 y 77 de la Ley N* 2.230 nunca se han aplicado; en los anales judiciales no puede encontrarse un 
solo caso que así lo registre. A su vez, el delito de suposición de capitales ilícitos en los anuncios y 
prospectos sociales, tipificado en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 76 jamás recibió 
aplicación y es letra muerta desde la sanción de la ley en 1893, o sea, desde hace 115 años. La única 
disposición que sí se había aplicado en las ocasiones antes señaladas era el fraude incluido en el 
inciso primero, que ahora está mucho mejor tipificado en el artículo 248 de la nueva Ley de Concursos. 


Creo que ya les dije la mecánica que determinó la comunicación telefónica: yo suscribo lo 
afirmado por el señor Senador Abreu y por el ex Diputado Lorenzo, porque fue así. El ex Diputado 
Lorenzo se dirigió al señor Senador Abreu y este le contestó que iba a pedirme que me comunicara con 
él, y efectivamente lo hizo. El señor Senador Abreu me llamó, me proporcionó el número telefónico que 
yo no tenía -creo que era un número de celular- y me pidió si tenía a bien llamar al ex Diputado 
Lorenzo para evacuar una duda. Esto demuestra nuevamente que la iniciativa fue del señor Senador 
Abreu y no mía. Aclaro también que yo no conocía al ex Diputado Lorenzo, que jamás había hablado 
con él y que recién lo vi personalmente por primera y única vez en mi vida el 13 de agosto de 2010 con 
motivo de la entrevista televisiva en Canal 5, Televisión Nacional. Quiero decir que a pesar de que 
somos colegas, según me refirió esa noche, él se dedica a la actividad empresarial y no ejerce la 
profesión. A pedido del señor Senador Abreu, pues, lo llamé y le formulé las expresiones recién 
manifestadas; obviamente que las reconstruyo, no grabé esa conversación. Como refiere también el 
señor Senador Abreu en la sesión de la Cámara del 17 de agosto de 2010, dije al ex Diputado Lorenzo 
que esa era mi opinión pero que naturalmente él resolviera lo que quisiera. Eso no podía ser de otra 
manera; a uno le hacen una pregunta y da una respuesta, luego el Legislador, satisfecho o no con la 
respuesta recibida, votará en consecuencia. 


Entonces, señores Senadores, cierro este capítulo con la misma reflexión: esta pregunta 
telefónica hecha por el ex Diputado Lorenzo en menos de cinco minutos, entre las 17:30 y las 17:36 
horas, durante un cuarto intermedio, ¿puede calificarse como una consulta? Al plantear un tema por 
teléfono, de improviso, sin poder estudiarlo o reflexionar previamente, me limité a dar una impresión del 


asunto, una opinión primaria que en este caso el ex Diputado Lorenzo compartió. Sin duda alguna, esta 
no es una consulta ni un asesoramiento y solo en base a ello un Legislador no puede formar criterio. 


El señor Senador Abreu dice que estudió y evaluó lo que él llama la sugerencia. A su vez, el 
ex Diputado Lorenzo refiere a que él también estuvo haciendo consultas. Por lo tanto, quiero y debo 
creer que ninguno de ellos actuó solo en base a lo que les dije en forma sumaria, escueta y 
espontánea. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite, doctor Fernández? 


Con respecto a este tema en particular, quiero decir que la semana pasada recibimos en la 
Comisión al ex Diputado Lorenzo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Iba a referirme a eso, señor Senador. 


Quiero manifestar que he tenido ocasión de acceder al testimonio del ex Diputado Lorenzo 
vertido ante esta Comisión y concuerdo en casi todo lo que él expresa. En cuanto a lo que ahora 
importa, ratifico que fue el señor Senador Abreu quien me llamó por teléfono y me solicitó que me 
comunicara con el ex Diputado Lorenzo, informándome su número telefónico para evacuar una duda. 
Me pidió si podía hacerlo de inmediato, y así obré, porque no en vano mi comunicación con el ex 
Diputado se produce durante el cuarto intermedio, desde las 17:30 hasta las 17:36 de ese día. 


Debo decir que coincido con el ex Diputado Lorenzo en el sentido de que fue una 
conversación muy breve y aunque no lo recordaba para nada antes de leer la versión taquigráfica de la 
sesión de esta Comisión del 14 de setiembre, digo que es verdad que tenemos un amigo en común, el 
doctor Carlos Mata, quien fue mi alumno en su época estudiantil y a quien reencontré en el Ministerio 
de Relaciones Exteriores, donde se desempeña como Asesor Letrado en la Asesoría Letrada. 


En cuanto a la solicitud que relata en esta Comisión el ex Diputado Lorenzo en el sentido de 
que lo tuteara, debo decir que no lo recuerdo, pero en modo alguno tengo elementos para ponerla en 
duda; habrá sido así. Lo que le manifesté, como él bien dice -en una conversación que no se trató de 
una larga explicación- fue que en decenas de años, solo se había aplicado el inciso primero del artículo 
76: en 1965, en 1971 y en 2002, y agregué que todas las normas en cuestión jamás se habían 
aplicado. También le dije -pasando de lo general a lo particular- que en la causa seguida contra los 
hermanos Peirano, no era esa la norma que estaba en juego porque en la acusación se les había 
imputado otro delito distinto y estoy seguro de haberle mencionado que se trataba de la insolvencia 
societaria fraudulenta. El señor ex Diputado Lorenzo ha referido que solo le mencioné que el artículo 
76 ya no era la norma que estaba en juego y en ese punto francamente tengo una discrepancia de 
matiz, porque creo haberle indicado no solo que esa norma no estaba en juego, sino también cuál era 
el delito que ahora se había imputado. Coincido por lo demás que nuestra conversación fue corta, 
clara, muy concreta y cordial. Por otra parte, no deja de llamarme la atención que no se conociera a 
nivel de los parlamentarios la imputación hecha en el Banco de Montevideo, primero en base a la Ley 
N?* 2.230 y luego al delito de insolvencia societaria fraudulenta, porque todo ello fue seguido y 
amplísimamente difundido por todos los medios de prensa. 


Ahora bien, durante mi desempeño en la función pública infinidad de veces, en cientos de 
ocasiones, me llamaron Legisladores y otros miembros del Gobierno para preguntarme sobre aspectos 
jurídicos absolutamente ajenos al desempeño de mi cargo y a veces respecto a temas extraños a mi 
restringida especialidad en materia de Derecho. En muchas ocasiones respondí recomendando que se 
dirigieran a algún otro colega experto en el tema, porque yo no sabía qué decir; otras veces contesté la 
inquietud de acuerdo a lo que era mi leal saber y entender. Debo suponer, también, que esa opinión 
era chequeada o corroborada. 


Cientos de veces recibí de alguien alguna pregunta al vuelo en forma telefónica, tanto fuera 
en la Secretaría de la Presidencia como en el Ministerio de Relaciones Exteriores o en el de Defensa 
Nacional, y se me pidió opinión. Sí, señores Senadores, centenares de veces. Lo mismo sucedió en 
este caso concreto del señor Diputado Lorenzo: le di mi impresión y él, en apariencia, la compartió, 


pero estoy seguro que a través de las consultas que dijo haber hecho —según consta en la página 34 
del Diario de Sesiones— él también procuró corroborar y chequear mi opinión, pues si bien apenas lo 
conozco, lo creo un hombre serio y un Legislador responsable. Ahora me permito preguntarme, ¿eso 
puede calificarse como una consulta? ¿Así corresponde que un señor Legislador evacue sus dudas? El 
ciudadano común podrá interpretar equivocadamente que se trata de una consulta pero en realidad no 
es más que una pregunta. Tanto en el ámbito parlamentario como académico, una consulta es siempre 
un planteo, generalmente por escrito y aquel a quien se la pide y la satisface dispone -como es natural- 
el tiempo imprescindible para examinarla, estudiarla y responderla, evacuándola también en forma 
escrita. 


Como es de notoriedad, la aplicación del artículo 2% de la Ley N* 18.411 al caso de los 
hermanos Peirano produjo un escándalo inesperado. Como sabe la Comisión, tengo enorme respeto 
por este Cuerpo legislativo. No obstante, aun así, no me parece razonable que el dictado de una 
sentencia eventualmente equivocada o no ajustada a Derecho, justifique que todos se saquen el sayo 
por temor a la opinión pública. 


Por cierto, tengo también enorme respeto por el Poder Judicial pues hace casi cuarenta años 
que actúo ante los tribunales, primero como procurador y, luego, como abogado. Casi podría decir que 
terminé de criarme dentro del sistema judicial. Creo por ello que lo más razonable sería dejar que la 
Justicia se expidiera sin intromisiones indebidas, porque como es de conocimiento público, la Fiscalía 
penal ha promovido un recurso de casación y, en consecuencia, será la Suprema Corte de Justicia el 
órgano competente para pronunciarse y para laudar el tema. 


Sin embargo, dado el cariz que han tomado los hechos y el objeto de esta investigación 
parlamentaria, me veo obligado a explicar ante los Senadores por qué, a mi modesto entender, el 
Poder Legislativo no se equivocó al derogar las viejas disposiciones de la Ley N* 2.230. Que en ello no 
se vea falta de respeto, agravio o menoscabo alguno ni al Poder Judicial ni a ninguna Magistratura. 
Como todos sabemos, todos los días se revocan sentencias en todos los fueros, ya sean civiles, 
penales o laborales, porque eso hace a la esencia misma de la vida judicial y forense, a la mecánica 
propia de la aplicación del Derecho. El señor Senador Gallinal -que lamento no esté presente en este 
momento- agudamente dijo en la sesión en la que se resolvió la creación de esta Comisión: “Veremos 
si es correcto o no el fallo, teniendo en cuenta nuestros conocimientos jurídicos, sin que ello signifique 
entrometernos, de ninguna manera, en las funciones propias, privativas y jurisdiccionales del Poder 
Judicial. Es ineludible realizar ese análisis.” Esas son las expresiones del señor Senador Gallinal que 
figuran en la versión taquigráfica de la sesión. En consecuencia, permítanme con toda humildad, pero 
no con menor énfasis, explicar por qué creo que la derogación sancionada por el Poder Legislativo es 
jurídicamente correcta y por qué, a mi juicio, no podía aplicarse en base a ella la clausura del proceso 
judicial. En síntesis, les solicito que me permitan explicar por qué razón creo no haberme equivocado, 
tanto en la idea o sugerencia que trasmití al Senador Abreu, como en la respuesta telefónica que le 
brindé a la pregunta del ex Representante Lorenzo, a pesar del carácter imprevisto, súbito y fugaz de 
ambas. 


A pesar de que el tema es complejo e intrincado, cuando menos para los Senadores sin 
formación específica en Derecho, voy a tratar de exponerlo con la mayor sencillez y llaneza, más allá 
de estar luego dispuesto a responder todas las preguntas que la Comisión quiera formular. Me interesa 
hacerlo porque en la sesión de la Cámara de Senadores en la que se votó la creación de esta 
Comisión Investigadora, el miércoles 1% de setiembre, se le atribuyó al Parlamento negligencia e 
imprudencia, al haber votado la sanción de la Ley N* 18.411. Honestamente, no creo que ello sea así y, 
muy por el contrario, entiendo que el Poder Legislativo actuó correctamente. Por lo tanto, me permito 
exponer ahora ante los señores Senadores, por primera vez -nada de esto tuve ocasión ni tiempo de 
referir al Senador Abreu o al ex Representante Lorenzo en los brevísimos intercambios que mantuviera 
con ambos- todos los argumentos jurídicos que a mi entender acreditan el acierto legislativo de ambas 
Cámaras al derogar las normas de la Ley N* 2.230. Desde luego -y lo aclaro por las dudas- como 
cualquier ser humano, soy una persona falible, acaso más que otras, que en cualquier momento puede 
emitir un parecer equivocado, máxime cuando se lo piden de improviso, de apuro y a boca de jarro, 
respecto de una cuestión ajena a su ámbito funcional y a su intervención, sin concederle el tiempo 
mínimo para estudiar con tranquilidad el tema. Obviamente, puedo equivocarme como cualquier mortal 
y así lo expuse sin ambages en mi intervención ante la Cámara de Senadores en la que se trató la 
cuestión de fueros. Por añadidura, estamos ante una cuestión jurídica que siempre es controvertida y 


admite más de una opinión. No por casualidad se alude frecuentemente, a propósito del Derecho, a las 
dos bibliotecas. Sin embargo, creo y ratifico que en esta ocasión, la opinión emitida fue la correcta y 
ahora, desde que se desató esta polémica, cuanto más lo he estudiado, más se refuerza mi convicción 
inicial. Para demostrarlo, necesariamente debo internarme en el aspecto jurídico de la cuestión de 
fondo, señalar sumariamente las deficiencias técnicas que exhibía la escasa normativa penal de la Ley 
N* 2.230 y decir cuál era el fundamento -a mi juicio, irrebatible- que justificaba, y con creces, proceder 
a su derogación. La vieja Ley N* 2.230, aprobada el 2 de junio de 1893, se proyectó de urgencia 
porque se había precipitado la bancarrota del Banco Inglés del Río de la Plata. Entonces, ante el vacío 
normativo existente, ante la ausencia de normas sobre la quiebra de sociedades anónimas en nuestro 
ordenamiento jurídico -pues el Código de Comercio de 1866 solo contemplaba la quiebra del 
comerciante individual, de la persona física- el Poder Ejecutivo de la época envió al Parlamento un 
proyecto de ley que posibilitara la liquidación del Banco quebrado. En aquella ocasión histórica se pudo 
aprobar apresuradamente. El Poder Ejecutivo remite el 10 de marzo de 1893 el proyecto de ley al 
Parlamento, el Senado elabora y aprueba un proyecto sustitutivo y la Cámara de Representantes lo 
sanciona, a su turno, a tapas cerradas. Esta es la historia resumida de la Ley N* 2.230, que se aprobó 
aceleradamente en la friolera de 83 días. Así, la ley resultó una melange, una mixtura de antecedentes 
muy diversos, pues tomó como modelos a la ley francesa de 24 de julio de 1867, a la ley francesa de 4 
de marzo de 1889, a la ley belga de 20 de junio de 1887 y al Código de Comercio de Portugal de 1888. 


También es notorio, y me exime de prueba, que la Ley N* 2.230, debido a la premura en su 
proceso de elaboración, produjo muchos problemas interpretativos, pero lo peor fueron las escasas 
normas penales que contenía pues, para colmo de males, ni siquiera contaba con antecedentes 
parlamentarios capaces de ilustrar al intérprete. De todas maneras, en cuanto a las normas penales, el 
problema no se planteó hasta el año 1965, cuando se estrenó penalmente la Ley N* 2.230 en el caso 
de la liquidación del Banco Transatlántico del Uruguay. En efecto, desde 1893 hasta 1965, durante 72 
años el régimen de esta ley jamás se había aplicado en el país y constituía letra muerta. Al decir de mi 
viejo y entrañable profesor don Juan Carballo, el tiempo le deparó a las disposiciones penales una 
pacífica vigencia más que cincuentenaria, adornada de discusiones que no alcanzaron a desbordar el 
comentario de los corrillos judiciales, pues en los planteos jurisprudenciales del lapso que llega hasta 
1965, la Justicia Penal rechazó con frecuencia las denuncias hasta que esa reticencia de los Jueces 
Penales fue superada por la contingencia de 1965, cuando hace crisis el Banco Transatlántico del 
Uruguay. 


Pues bien; en aquel primer proceso judicial de aplicación de la ley seguido contra los 
Directores del Banco Transatlántico, hasta se llegó a sostener la pérdida de vigencia de las normas 
penales porque la ley había caído en desuso, permaneciendo inaplicada durante 72 años. Trataríase, 
en esa línea interpretativa, del mismo argumento que hoy se predica a propósito de la Ley N* 10.071 
sobre vagancia, mendicidad y estados afines, la cual nunca fue formalmente derogada, aunque lleva 
decenas de años -por fortuna— sin recibir ninguna aplicación judicial. No obstante, más que el mero 
descaecimiento por desuso o inaplicación, se fundamentó también en el proceso de 1965 -y con una 
contundente argumentación jurídico-penal- que, en realidad, la legislación posterior había operado en 
la derogación tácita de las normas penales de la Ley N* 2.230 y, en particular, en su artículo 76, la 
disposición más criticable de ese reducido elenco normativo. Para exponerlo sintéticamente, la doctrina 
sostuvo que la disposición de referencia había sido tácitamente derogada por la entrada en vigor del 
Código Penal de 1934, en tanto resultaba contraria a los artículos 1% y 18, es decir, los principios de 
legalidad y de culpabilidad. En esa orientación doctrinal se adujo, no sin razón, que el artículo 76 
carecía de precepto, que no describía la conducta punible y, por ende, que violentaba los principios de 
legalidad y tipicidad, limitándose a dictar una figura sustentada en la responsabilidad penal objetiva e 
incompatible con el principio de culpabilidad. 


Don Sebastián Soler, el famoso catedrático argentino, lanzó un cuestionamiento fulminante al 
artículo 76, al cual calificó como una especie de superdelito que no necesita tipificación alguna. Y 
escuchen, señores Senadores, lo que llegó a expresar: “He aquí que en el Derecho Penal moderno, 
después de la derrota de Hitler y, a pesar de la Declaración Universal de Derechos, se ha venido a 
encontrar en el artículo 76 de una Ley de 1893, la cláusula salvatoria del Derecho Penal uruguayo”. 
Esto está en La Justicia Uruguaya, en el caso N* 7.891. Por ello, irónicamente comentaba a propósito 
del artículo 76: “A cuyo texto de catorce palabras se le atribuye la virtud de tipificar varios delitos 
innominados, en un milagro de concentración verbal explosiva”. Señala que la norma en verdad era la 
más flagrante violación del principio nullum crimen sine lege, y que era inconstitucional la existencia de 


un delito genérico, pues las catorce palabras del artículo 76 no constituyen un supercódigo, sino que 
son un monstruo jurídico innominado. Palabras de don Sebastián Soler. 


Otro catedrático de Derecho Penal actual, el profesor Miguel Langón, vino a sostener mucho 
más tarde, en el año 2005, que el artículo 76 de la Ley ya había sido derogado por el Código Penal de 
1934. Esto lo dijo en su obra Código Penal y Leyes Complementarias, editada por la Universidad de 
Montevideo. En efecto, Langón adhiere a la derogación tácita determinada por el artículo 2* de la Ley 
N? 9.435, de 18 de octubre de 1934, y amén de la violación del principio de legalidad por falta de 
precepto o de tipo, argumenta simultáneamente que también al artículo 76 le falta la pena, pues este 
se refería a la penalidad dictada por los artículos 272 y 274 del Código Penal de 1889, derogado a 
partir de la entrada en vigor del Código Penal de 1934. 


También puedo recordar la opinión de Langón, que el Senador Abreu refirió ante esta 
Comisión Investigadora que había consultado y seguido, tal como surge de la versión taquigráfica. 


No obstante, más allá de estas opiniones doctrinarias, lo real y concreto es que el artículo 76 
de la Ley N* 2.230 volvió a aplicarse por la jurisprudencia. La última vez fue en el caso del Banco de 
Montevideo, durante el año 2002. Ello ocurrió, precisamente, porque las derogaciones tácitas siempre 
son susceptibles de interpretación y, por eso, siempre es más ventajoso y elimina toda duda ir 
directamente a la derogación expresa. 


En un libro que publiqué en el año 1983, sin participar del criterio de la derogación táctica del 
artículo 76 y aun señalando todas sus falencias técnicas, me esforcé, sin embargo -quizás no lo logré- 
por aportar una interpretación racional y garantista de la norma, entre otras razones porque más allá de 
la invocada tesis de la derogación tácita, lo real y concreto era que la figura delictiva ya se había 
imputado en 1965, luego en 1972 y ahora volvió a imputarse y a aplicarse en el año 2002. 


En suma, traté de formular una interpretación coherente y restrictiva de esa tan peculiar 
norma penal. No obstante, y sin abdicar de cuanto escribí hace casi tres décadas, reconocí entonces - 
lo ratifico ahora- que fue una ardua tarea fundamentar la vigencia y la no derogación tácita de las 
disposiciones penales de la Ley N* 2.230. La derogación tácita hubiera sido la solución dogmática más 
sencilla de sostener, porque los Senadores miembros de la Comisión advertirán que, en realidad, tanto 
el artículo 42 como el 43 de la Ley de 1893 carecían nada menos que de penas. 


Al artículo 76, siguiendo la única alternativa posible, que había sido indicada por el profesor 
Soler, la Profesora Adela Reta, el profesor Bayardo Bengoa, el doctor Carlos Martínez Moreno y por el 
doctor Alcides López Esponda, lo vinculé a la liquidación judicial como condición objetiva de punibilidad 
del tipo, interpretación por la cual se inclinaban todos los autores que acabo de citar, más allá de la 
feroz crítica que habían lanzado respecto de esta norma. Vale decir, el tipo -si así cabe llamarlo- 
describía aquellas conductas que hubieren determinado la declaración de liquidación judicial de la 
sociedad anónima y que hubiere ocasionado una pérdida patrimonial a sus accionistas o acreedores. 
Este criterio se complementaba con el argumento de que la pena derivaba de los artículos 272 y 274 
del derogado Código Penal de 1889, que tenía aplicación ultraactiva, porque los guarismos punitivos 
variaban, precisamente en función del porcentaje de pérdida patrimonial producido, que se 
determinaba por resolución judicial, dictada dentro del proceso de liquidación judicial, luego de 
formulado el informe de la sindicatura sobre solvencia o insolvencia de la masa y previo dictamen 
fiscal, como lo disciplina el artículo 24 de la Ley N* 2.230. Este criterio fue compartido por la profesora 
Nuri Rodríguez Olivera, la doctora Adela Reta, el profesor Bayardo Bengoa e, incluso, por el doctor 
Armando Tomassino en la famosa sentencia inédita de 1965 y por el doctor Manuel Díaz Romeu en el 
caso de La Justicia Uruguaya que acabo de citar, así como por el doctor Milton Cairoli Martínez. 


Desde luego, la interpretación jurídica distaba de ser clara, sobre todo luego de la sanción de 
la Ley N* 14.095 y de la consagración del delito de insolvencia societaria fraudulenta, que dejaba al 
artículo 76 como un tipo abierto, según lo refirió la profesora Ofelia Grezzi. 


Entre ambas normas penales -artículo 76 de la Ley N* 2.230 y artículo 5” de la Ley N 
14.095- se daban todos los elementos configurativos del concurso de leyes. A este respecto, la 


profesora Grezzi enseñaba -la cita es textual-: “No solo estamos en presencia de dos normas penales 
que tienen un elemento común, sino que todos los elementos de una (L. 2.230) están contenidos en la 
otra”. Esto no es otra cosa -quiero abreviar, señores Senadores- que el principio de consunción o 
absorción de leyes, donde una nueva ley absorbe la norma anterior. La misma tesitura fue sostenida 
años más tarde por el doctor Dardo Prezza Restuccia, quien dice que admitida la vigencia de este 
artículo 76 -de lo que tenemos muy serias dudas- debería tener una limitadísima aplicación a hipótesis 
de liquidación judicial declarada e informe de la sindicatura por el artículo 24, pero solo cuando el 
hecho no sea susceptible de ser abarcado por otros tipos penales de mayor precisión. En efecto, 
cuando la conducta a encuadrar penalmente puede incluirse en figura de menor apertura típica, debe 
primar este juicio de tipicidad. Si la acción es reclamada por la estafa, la apropiación indebida, o la 
insolvencia fraudulenta, no se debe aplicar el artículo 76. Y agrega que, no obstante, cabe también 
plantearse la hipótesis de la inconstitucionalidad de esta norma por violentar el principio de legalidad y 
de taxatividad. En definitiva, ese concurso de leyes penales es una verdadera triplicación de normas, 
que se agrava aún más cuando al artículo 76 de la Ley N* 2.230, al artículo 5% de la Ley N* 14.095, a la 
eventual concurrencia del artículo 347 de Código Penal por la estafa, viene a agregársele todavía, y 
por si fuera poco, el delito de fraudes concursales tipificado en el artículo 248 de la Ley de Concursos y 
Reorganización Empresarial. Esto demuestra -a mi entender con toda evidencia, y es clave- que la Ley 
N* 18.411 no suprimió delitos sino que, muy por el contrario, hizo prevalecer este delito de fraudes 
concursales del artículo 248, absorbiendo dentro de su materialidad a todos los delitos de la Ley N* 
2230. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿En razón de esta última afirmación es que usted cree que la resolución del 
Tribunal de Apelaciones es incorrecta? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Se lo voy a anticipar sintéticamente. Creo que la resolución del Tribunal de 
Apelaciones -como usted dijo en Sala, señor Senador, no hay más remedio que estudiar desde el 
punto de vista jurídico- no puede determinar la clausura de este proceso; y no la puede determinar por 
dos poderosísimas razones. En primer lugar, porque lo que ha habido aquí no es supresión ni 
eliminación de delitos, sino la sucesión de la misma ley penal en el tiempo. Y el delito del artículo 76 
quedó absorbido en el artículo 248 de la Ley de Concursos y Reorganización Empresarial. Ese delito 
se aplica retroactivamente, porque es una norma penal más benigna. El segundo argumento -que es el 
que le anticipo- es que esto no podía clausurarse por cuanto el proceso había ingresado en la etapa 
del Plenario y la imputación definitiva era y es por insolvencia societaria fraudulenta, que es el mismo 
delito que se aplicó al otro hermano de esta familia, que ha sido extraditado desde los Estados Unidos 
y que no ve afectada su situación porque está procesado ya ab initio por ese delito. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, son los mismos fundamentos en función de los cuales el Diputado 
Lorenzo, después de que le hace la consulta, llega a la conclusión de que no afectaría el caso de los 
Peirano. No le pregunto para que me diga lo que pensó el Diputado Lorenzo, sino porque cuando él 
compareció en la Comisión -y usted seguramente lo habrá leído- dijo respecto de la conversación que 
mantuvieron: “En primer lugar me señaló que no había ningún caso en las últimas decenas de años” - 
esa fue su expresión- “que hubiera sido juzgado en aplicación del artículo 76 de la Ley N* 2230. 
Incluso, me dijo que no tenía la certeza de que, eventualmente, en algún Juzgado -por ejemplo, en el 
de Mercedes- hubiera algún caso que pudiera terminar en la aplicación penal de ese artículo. 
Obviamente, serían casos de tipo concursal. Como a esa altura —no sé si porque se lo había trasmitido 
el señor Senador Abreu— él ya sabía que estaba esa inquietud respecto del caso de los Peirano, afirmó 
que no era esta la norma en juego en dicha causa”. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Se lo voy a explicar, porque supongo que usted me pregunta si estoy de 
acuerdo o no con esas afirmaciones. 


SEÑOR GALLINAL.- Por supuesto que puede rectificar o ratificar lo que dijo el señor Representante 
Lorenzo. 


En definitiva, me pregunto si las conclusiones son esas, porque aparentemente lo que el 
doctor Lorenzo hace como consecuencia de la consulta... 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- ¿De la consulta o de la llamada telefónica? 


SEÑOR GALLINAL.- Como quiera denominarlo; no deseo introducirme en ese terreno. Además — 
vamos a decir las cosas como son-—, una llamada telefónica es una llamada telefónica. 


Continúo: en función de la llamada telefónica, el doctor Lorenzo concluye que esto no afecta 
la causa de los Peirano y, aparentemente, esto es lo que les estaría trasmitiendo a sus colegas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Le explico. 


En primer lugar, lo que pude haberle dicho al ex Diputado Lorenzo era que hacía una 
decena de años que había una cantidad de normas que no se aplicaban. Es más; fuera del artículo 76, 
inciso primero -aclaro que esta norma tiene varios incisos- las demás no se aplicaron nunca; no existe 
un solo precedente jurisprudencial. Por supuesto, todo el país sabía que ese artículo 76 había sido 
aplicado en el año 2002 al caso al que estamos haciendo referencia. Lo que le dije al ex Diputado 
Lorenzo -y reitero lo que manifesté hace unos minutos- fue que en ese proceso judicial la norma no 
estaba en juego porque había recaído acusación fiscal por otro delito, lo que también era notorio y 
debía saber medio país. Bastaba con leer los diarios para ello y supongo que eso fue lo que determinó 
al ex Diputado Lorenzo a votarla. 


Insisto -no lo dice acá, pero surge claramente de sus expresiones en la Cámara- en que el 
inconveniente que él veía era que ¡ba a haber un hueco temporal, una suerte de vacío entre una norma 
y la otra. Pero no podía haberlo, ¿y saben por qué? Porque el día que se promulgó la Ley N* 18.411 -o, 
quizá antes, el día en que se estaba votando en Cámara- lo que se estaba haciendo era declarar que 
la Ley de Concursos y Reorganización Empresarial, a los diez días de su promulgación, ya estaba 
vigente. Lo que se hizo en la Cámara el 5 de diciembre de 2008 fue declarar que la Ley de Concursos 
y Reorganización Empresarial estaba vigente desde el 2 de noviembre de 2008 y podía aplicarse el 
artículo 248 de fraudes concursales en forma retroactiva. ¿Por qué? Porque es la ley penal más 
benigna. Si bien la ley tiene idéntico máximo que el artículo 76 —el máximo legal abstracto son cinco 
años de penitenciaría—, el mínimo de la pena es un año de prisión, mientras que por el 76 son dos. Por 
eso podía aplicarse retroactivamente. Todo esto está explicado. 


SEÑOR GALLINAL.- Cuando el doctor Lorenzo comparece en la Comisión, manifiesta que su temor 
no era el vacío legal que se pudiera producir. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Hice referencia a lo que se dijo en la Cámara. Si los señores Legisladores así 
lo desean, vuelvo a leerlo; tengo la cita. 


SEÑOR GALLINAL.- Está bien; escuché atentamente. 


Insisto, lo que el ex Diputado Lorenzo nos manifestó no fue que en la conversación telefónica 
su preocupación refería al vacío legal sino, concretamente, al caso Peirano. Incluso, yo después lo 
consulto al respecto, pues a mí me había quedado la impresión de que en la llamada telefónica él 
había hecho una pregunta genérica sobre qué repercusiones podía tener esto, y había recibido una 
respuesta específica que era que no las iba a tener en el caso Peirano. Y aquí lo ratifica. Por eso yo le 
decía al doctor Gonzalo Fernández que me imagino que él habrá leído las expresiones del doctor 
Lorenzo cuando comparece ante la Comisión para hablar sobre el tema. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El doctor Lorenzo, cuando comparece ante la Comisión, habla de lo genérico y 
de lo específico, o de lo general y lo particular, en una diferenciación que yo no sé si tiene mayor 
sentido, porque él me preguntó específicamente por la causa de los Peirano. Ese era el zafarrancho 
jurídico que él veía. Y creo -no tengo tan buena memoria como él- que me preguntó también por el 
problema de ese hueco que él veía, ya que lo dice el 5 de noviembre. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Y cuál fue su respuesta con respecto a la causa de los Peirano? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Lo que yo le dije, y acabo de señalarlo, es que el artículo 76 ya no estaba en 
juego, porque se les había imputado el delito de insolvencia societaria fraudulenta. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿En qué fecha había sido la imputación? 
SEÑOR FERNÁNDEZ.- El 18 de octubre de 2006, es decir, dos años antes, y se enteró todo el país. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, si esa era su opinión en el momento en que se estaba por sancionar el 
segundo proyecto de ley en la Cámara de Representantes -que es la que acaba de expresar y además 
habla de la reabsorción, por las distintas leyes, de la figura del artículo 76-, ¿cuál es el razonamiento 
en función del cual usted le advierte al Poder Ejecutivo -cuando se toma la iniciativa para un nueva ley 
concursal- que la derogación del artículo 76 tenía impacto directo sobre la causa de los Peirano? ¿Esto 
no es contradictorio? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- No, para nada; es muy sencillo. El Mensaje fue enviado el 21 de agosto de 
2006, y en esa fecha los hermanos Peirano estaban procesados por el delito del artículo 76 de la Ley 
N* 2.230. El 18 de octubre de 2006 recayó la acusación fiscal por un delito de insolvencia societaria 
fraudulenta. Y como yo creo -al igual que los señores Senadores del Partido Nacional que han 
impulsado el proyecto modificativo- que lo que debe prevalecer es la imputación que se hace en la 
demanda acusatoria, y que no se puede quedar atado al auto de procesamiento -que siempre es 
reformable y de oficio- le manifesté al Diputado Lorenzo que, a mi humilde entender, ese artículo ya no 
estaba en juego, porque había una acusación, desde dos años antes, por insolvencia societaria 
fraudulenta. Esa es la razón. 


SEÑOR MOREIRA.- Debo decir que a mí me surgen las mismas dudas que al Senador Gallinal, 
porque realmente la versión taquigráfica de las declaraciones del ex Diputado Lorenzo no es clara en 
ese sentido. El Senador Gallinal le preguntó al doctor Lorenzo sobre el punto y, por mi parte, no 
interpreto la respuesta de la misma manera. El ex Diputado Lorenzo expresó que, en realidad, en la 
conversación nunca estuvo en juego esa cuestión de que la acusación fiscal por un delito más severo 
podría, eventualmente, cambiar la situación jurídica. Él dice que eso no estuvo en la conversación. 
Incluso, yo le pregunté específicamente sobre esto al final de su comparecencia y me dijo que eso 
había quedado fuera la conversación, y lo dice textualmente. Entonces, a mí me surge la misma duda, 
porque cuando se habla de “decenas de años”, por ejemplo, no se distingue entre uno u otro inciso, 
sino que se señala que la Ley N* 2.230 nunca había sido aplicada y que no estaba en juego en el caso 
de los hermanos Peirano. Además, se dijo que esa distinción del delito más grave de la insolvencia 
societaria prevista en la Ley N* 14.095 no estuvo en la conversación. Esto fue preguntado por mí y 
quizá fue mal interpretado por él. De todas maneras, creo que su declaración en este sentido fue 
bastante categórica. Recuerdo perfectamente que le pregunté lo siguiente: “En ese momento de la 
consulta,” -el doctor Fernández dijo que se trató de una conversación telefónica- “cuando evacua lo 
genérico, se refiere a que durante decenas de años o muchos años no se había aplicado en esa 
materia la Ley N* 2.230 y lo que tiene que ver con lo específico, en el caso de los Peirano, no era esta 
la figura delictiva que se les había aplicado. En ningún momento se refirió a la acusación fiscal por una 
figura delictiva diferente, es decir que eso estuvo absolutamente fuera de la conversación que ustedes 
mantuvieron. Eso lo escuchó en un programa periodístico” -al que usted refirió, el de la señora Sonia 
Breccia- “como una explicación posterior y no formó parte de la conversación que ustedes tuvieron en 
ese momento”. A raíz de esto, el ex Diputado Lorenzo responde: “Es así; categóricamente no formó 
parte de la conversación, porque así como advertí la situación que se podía dar de manera genérica, si 
hubiera entrado en esas distinciones acerca de la etapa procesal, también hubiera planteado o me 
hubiera dado cuenta de que, en definitiva, estábamos ante un proceso todavía no clausurado, no 
cerrado, no definido en el que, más allá de la acusación fiscal por otros delitos, podía terminar 
aplicándose el artículo 76 que estábamos derogando. Esas cosas las entiendo y por eso hice el 
planteo. Entonces, cuando me dijeron que no estaba en juego ese artículo, me pareció -como a todo el 
mundo y esa es la razón de ser del proyecto de ley- un artículo en desuso, que siendo de similar 
regulación a algunos delitos establecidos en la ley de concurso, había que derogarlo por profilaxis 
jurídica. La inquietud que planteé en la Cámara acerca de los efectos particulares indeseados, se 
consideró que no se iba a dar”. Aclaro que al principio este tema fue planteado como algo genérico y 
luego surgió el tema concreto, es decir, el de los hermanos Peirano. Entonces, él dice que no forma 
parte de la conversación y que al haber mediado una acusación fiscal por el delito de la Ley N* 14.095, 
la causa debía proseguir. Esto es algo que me parece importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador me permite, creo que deberíamos dejar al doctor Gonzalo 
Fernández que termine de responder las interrogantes planteadas. 


SEÑOR MOREIRA.- Le estoy formulando una pregunta que creo entiende bien. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- La entiendo y si el señor Presidente de la Comisión lo autoriza, con mucho 
gusto la voy a contestar, a pesar de que ya la respondí. Coincido con lo que ha dicho el ex Diputado 
Lorenzo en cuanto a que el señor Senador Abreu me pidió que lo llamara para evacuarle una duda y 
procedimos a ello. No recuerdo bien, pero creo admitirle que él me dijo que teníamos como amigo en 
común al doctor Carlos Mata. 


Yendo al meollo del tema, debo señalar que el ex Diputado Lorenzo me planteó la duda 
respecto de si el artículo 76 de la Ley N* 2.230 no podía aplicarse al proceso penal de los hermanos 
Peirano, que es lo que él en Cámara y antes del cuarto intermedio había calificado como una especie 
de zafarrancho jurídico. Eso es lo que él me preguntó, y yo le contesté -tal como señalé hace un 
momento- que ese artículo no podía aplicarse porque no estaba más en juego. Además, le informé 
sobre la nueva imputación, y esta es mi única discrepancia de matiz con el ex Diputado Lorenzo. Pero 
no olvidemos que todo el país sabía que la Ley N* 2.230 se aplicó en el año 2002, y me resultaría muy 
extraño que el ex Diputado Lorenzo ignorara eso que salió difundido en todos los diarios. Es más, creo 
que cuando recayó la acusación debe haber sucedido algo parecido, porque la prensa ha seguido 
sistemáticamente el decurso de este proceso penal. 


De modo que entre la versión del ex Diputado Lorenzo y la mía sobre el punto específico que 
el señor Senador me pregunta, hay una simple discrepancia de matiz. Él señala que le dije que la ley 
no estaba en juego -y es cierto—, pero además agrego que le di el fundamento de por qué no estaba 
en juego. Le manifesté que había una imputación, una acusación fiscal por otro delito. Quisiera que el 
señor Senador se pusiera por un instante en el lugar del ex Diputado Lorenzo cuando me formuló la 
pregunta. Si le llegara a contestar al señor Senador que una ley no está en juego, ¿cuál sería su 
siguiente pregunta? Automáticamente, me preguntaría por qué no lo está. ¿O se conformaría con que 
le dijera que no está en juego? Esto tiene una secuencia lógica y absoluta. En esa ocasión le expliqué 
al ex Diputado Lorenzo que la acusación era por otro delito, y hasta el día de hoy creo que la acusación 
es lo que debe prevalecer por encima del auto de procesamiento, de acuerdo con su propio criterio al 
firmar o cofirmar el proyecto de ley que acaba de presentarse. Al respecto, confieso -y esto dicho con 
todo respeto- que esta iniciativa me parece muy bien, ¡bienvenida sea, porque aclara la situación!, pero 
no es necesaria, puesto que hoy eso ya es así. 


SEÑOR MOREIRA.- He escuchado con mucha atención al doctor Gonzalo Fernández, que es una 
autoridad en esta materia, pero la doctora Salom hizo una serie de aportes y trajo documentos que 
avalan que existe una codefensa penal del señor Juan Domingo Ratti. Se trata de un sesudo escrito de 
75 páginas que contesta la acusación fiscal y de un escrito judicial de evacuación de vista que es 
posterior, del 12 de marzo de 2009. Se me podrá decir que está firmado por la doctora Salom, pero el 
doctor Fernández también participaba en esa codefensa, en la que se esgrimen argumentos totalmente 
contrarios a estos y se evacua la vista oponiéndose a la clausura. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- ¿Cuál es la pregunta concreta que el señor Senador me quiere formular? Le 
pido disculpas, pero no termino de entender. 


SEÑOR MOREIRA.- Entiendo los argumentos de la acusación fiscal y estoy de acuerdo con ellos, pero 
en este escrito judicial se sostiene absolutamente lo contrario. Si bien el doctor Fernández no lo firma - 
sí lo hizo con uno anterior, de 2007- está como codefensor de esta causa. Me refiero a que aquí hay 
una suerte de oposición de opiniones. Si bien esto forma parte de la práctica judicial, en este caso ha 
habido un alegato y una argumentación muy sólida desde el punto de vista jurídico, sosteniendo que 
tiene que continuar el proceso hasta culminar, porque medió una acusación por un delito diferente 
incluido en otra norma que está vigente. Sin embargo, en este escrito -de fecha cinco meses posterior- 
se sostienen los argumentos contrarios. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Cuando el señor Senador vea la secuencia entre el momento en que se 
confirió la vista y el momento en que se presentó ese escrito, y además coteje la fotocopia del 
pasaporte que entregué en el día de hoy, se va a dar cuenta de que la mayor parte del tiempo estuve 
fuera del país. 


Creo que no voy a repetir nuevamente lo que hoy dijo la doctora Salom con respecto a este 
tema porque se lo habrán preguntado. Esta defensa ella la llevó adelante de cabo a rabo, de principio a 
fin, al grado tal, por ejemplo, que hasta cuando contestó la acusación fiscal hizo algo que yo nunca hice 
en mi vida: un índice del escrito. Creo que ella ya ha explicado las razones de cuando le dieron la vista 
y procedió a su evacuación, pero una cosa es lo que uno pueda pensar jurídicamente y otra es lo que a 
veces argumentamos o sostenemos en los escritos judiciales, que no son de mi autoría porque la 
defensa era de ella, no mía. A usted, señor Senador, cuando ejercía la profesión le habrá sucedido mil 
veces que tenía que argumentar algo que jurídicamente no lo convencía, pero lo argumentaba. Sobre 
todo en el contexto de una causa como esta, donde varios defensores habían argumentado hacia allá, 
usted también argumentaba hacia ese mismo lado; no le iba a dar la razón a la contraparte. Al 
respecto, le doy un ejemplo que tiene que ver con algún caso que en el pasado nuestros estudios 
compartieron: un juicio civil en materia de responsabilidad médica en el que se plantea un tema de 
prescripción de la acción. Suponga usted que, amén de la institución médica, hay varios médicos 
demandados individualmente, cosa que hoy se puede hacer por la acumulación de acciones. Entonces, 
uno de ellos alega la prescripción como excepción previa y se le da traslado. Usted, defendiendo al 
otro, ¿va a decir que no está prescripta? Me parece que surge de la práctica cotidiana. Acá estoy 
hablando de Derecho y de cómo deben ser las cosas jurídicamente. Incluso, estoy refiriendo cosas que 
escribí hace más de treinta años. Comencé a trabajar en el estudio de un viejo catedrático de Derecho 
Comercial, quien no escribió un libro en toda su vida y fue durante cuarenta años titular de la Cátedra; 
él no escribía porque no quería quedar encerrado en sus opiniones. Sin embargo, yo he escrito 
muchos libros y hoy, aquí y ante ustedes, ratifico lo mismo que escribí en 1983. En cuanto al punto que 
nos ocupa, sobre si debe prevalecer el auto de procesamiento o la acusación fiscal, voy a explicarlo en 
cuanto los señores Senadores me lo permitan. 


El tema de esta modificación, señores Senadores, tampoco determinaba o ameritaba un 
trabajo abrumador. Presumo que en el fondo, el señor Senador Abreu se llevó aquella idea, miró la ley 
madre y para redactar su proyecto lo que hizo fue limitarse a llenar los huecos, si bien lo hizo en forma 
incompleta. Es obvio y ostensible que leyó el artículo 256 de la Ley de Concursos, vio que no se 
habían derogado algunas normas y redactó una única oración -el artículo 2*- que deroga los artículos 
42 al 44 y 76 de la ley. También me parece indiscutible que se olvidó de derogar el artículo 77, que a mi 
juicio estaba tácitamente derogado por el Código Penal, pero que hubiera sido bueno que se acordara 
de derogarlo. 


Para abreviar -porque creo que los señores Senadores están cansados y seguramente 
desean preguntar- quiero decir que aquí lo único que ha habido es una nueva norma del artículo 248 
que absorbió y amplió -porque atrapó a los socios y a los administradores de hecho- las normas del 42, 
del 43 y del 76 de la Ley N* 2.230. Y como esa norma tenía una pena más benigna, de acuerdo al 
artículo 15 del Código Penal se podía aplicar a este caso. Este es un problema de sucesión de leyes 
penales en el tiempo; es un tema de aplicación de la ley más benigna permitido por el artículo 15 del 
Código Penal. 


Quiero agregar un par de argumentos aparte de los clásicos de la doctrina. ¿Cómo va a 
poder aplicarse el artículo 76 de la Ley N* 2.230, cuando todo el mundo reclama para procesar, o por 
lo menos para determinar la pena, la liquidación judicial, el informe de la sindicatura, la vista fiscal y la 
determinación del porcentaje de pérdida patrimonial, en un caso como el del Banco de Montevideo, 
que desde la reforma del año 2002 liquida administrativamente el Banco Central? ¡Pero a quién se le 
ocurre que pueda extenderse esto a casos de quiebra de bancos que ahora tienen una liquidación en 
vía administrativa, de acuerdo a una modificación que se hace en el año 2002 al Decreto-Ley N* 
15.322! El artículo 13 de la Ley N* 17.613, de 27 de diciembre de 2002, modifica el artículo 41 del 
Decreto-Ley N* 15.322 y determina que no hay más liquidación judicial en el caso de bancos, sino pura 
y exclusivamente en vía administrativa. 


El otro argumento -sumado al que acabamos de decir- es la nueva imputación. Por ello creo 
que es un elemento coadyuvante que impide esta clausura. La demanda acusatoria de octubre de 
2006 se dedujo, no por el delito del artículo 76, sino por la insolvencia societaria fraudulenta del artículo 
5* de la Ley N* 14.095. Y no puede sostenerse, como se ha dicho por ahí, que este es un artilugio del 
Ministerio Público para sortear la derogación realizada por la Ley N* 18.411, porque dicho Ministerio 
dedujo acusación dos años antes de que la ley fuera derogada. 


Por esto, señores Senadores, es que el artículo 76 ya no estaba en juego y como lo 
reconoce la exposición de motivos del proyecto de ley interpretativo presentado por los señores 
Senadores Larrañaga, Moreira, Da Rosa y Abreu, el error jurídico estriba en pensar que cuando el 
Código Penal y el Código del Proceso Penal se refieren al caso de la supresión de un delito existente, 
esta expresión está formalmente atada al delito por el cual se dictó el auto de procesamiento. Con esa 
tesis resultaría, como lo argumentan los señores Senadores firmantes, que en todos los casos en que 
la acusación fiscal no incluya el delito atribuido por el auto de procesamiento o incluya a otro u otros, 
además del referido en la resolución que da inicio al sumario, la acusación fiscal y la sentencia 
condenatoria serían nulas por falta de un presupuesto esencial y ello obviamente no es así. Por ende, 
vuelvo a reiterar: bienvenido sea el proyecto de ley que tiende a clarificar el tema, pero es 
superabundante, porque el tema hoy en día es claro. De todas formas, creo que no merece ninguna 
objeción. 


¿Qué podría haber hecho el Juez en el caso que nos ocupa? ¿Qué hubiera correspondido 
que se hiciera? Una posibilidad era que el Juez hubiera entendido que la imputación se ajustaba a la 
insolvencia societaria fraudulenta deducida en la demanda acusatoria. Otra posibilidad era que el Juez 
hubiera entendido que no, que el hecho es un tema de calificación jurídica y que por eso debía 
ajustarse al artículo 248, de fraudes concursales, e imputar, no el delito de fraude del artículo 76, sino 
el de fraudes concursales del 284 de la Ley de Concursos. Desde luego, también se podría haber 
entendido -aunque lo veo difícil en el caso de los hermanos Peirano- que no había prueba suficiente. 
Con toda franqueza, creo estar en lo cierto o que, cuando menos, no estoy aislado en esta posición. La 
misma tesis sostuvieron la Fiscal y la Jueza de primera instancia en el juicio. A su vez, los señores 
Senadores que firmaron el proyecto de ley ahora acompañan también esta misma tesis. 


Como sé que estamos todos cansados y aburridos, quiero decir algo que es paradójico pero 
que, sin embargo, va a amenizar esta larga exposición. Sé que hay otros colegas que opinan como yo 
y que hay algunos que piensan lo contrario. Por supuesto, no he salido a hacer el inventario de cuántos 
juristas se inclinan por una u otra posición, pero permítanme contar -porque es una verdadera 
paradoja- que al día siguiente de tratarse la cuestión de fueros en el Senado, o sea, el 18 de agosto de 
2010 -la sesión se llevó a cabo el 17 de agosto- a la hora 16 y 30 mantuve una reunión con el señor 
Senador Ope Pasquet y con otros dos abogados por razones profesionales, en las oficinas de un 
cliente del señor Senador referido, que también es abogado. Naturalmente, como en la reunión éramos 
todos abogados, a la luz de la sesión de la Cámara de Senadores del día anterior, antes de entrar al 
tema profesional específico, conversamos un rato sobre el episodio del día anterior. En el curso de esa 
conversación, el señor Senador Pasquet narró espontáneamente, delante de mí y de otros dos 
testigos, que él había conversado con su señora esposa, una distinguida magistrada y además 
profesora de Derecho Procesal, quien le había ratificado y, además, lo había convencido de que 
cuando la acusación del fiscal se ha formulado por otro delito y ha sido evacuada por la defensa, esta 
es la imputación que debe prevalecer y, por ende, el proceso judicial que nos ocupa nunca podría 
haberse clausurado. En suma, de acuerdo a su propio relato, se da la paradoja de que el señor 
Senador que formuló la denuncia ante la Comisión, en cuanto al tema jurídico de fondo estaba 
coincidiendo con mi misma opinión. Según nos contó en la reunión aludida, su distinguida señora 
esposa le refirió -y esto es textual- que era un disparate sostener la tesis de la clausura atendiendo 
únicamente a la imputación provisional del auto de procesamiento, porque debía prevalecer la 
imputación definitiva del fiscal formulada en la acusación y el proceso debía continuar hasta el dictado 
de sentencia, momento en el que recién era oportuno examinar y resolver la cuestión. Por todo esto, no 
dejó de llamarme la atención que pocos días más tarde, en la sesión de la Cámara de Senadores del 
1% de setiembre de 2010, en la que se resolviera la creación de esta Comisión Investigadora, el señor 
Senador Pasquet hubiera variado el criterio. Desde luego, tiene pleno derecho a variar sus opiniones 
pero yo, por el contrario, mantengo las mías; las mantengo porque cuando se pide el procesamiento, lo 
que se hace es el ejercicio genérico de la pretensión penal y recién cuando se deduce la demanda 
acusatoria se formula el llamado ejercicio específico de la imputación penal. 


Para terminar, porque huelga casi exponerlo en la Comisión, quiero decir que la ley no 
provocó ninguna liberación, ya que todos los procesados se hallaban excarcelados al momento de su 
sanción, los últimos de ellos desde el año 2007. Hay que insistir al respecto porque la difusión pública 
de la noticia de la derogación ha creado en el imaginario popular la falsa idea de que esta derogación 
produjo la liberación de los imputados, cuando ostensiblemente no es así. 


También resulta superabundante insistir, si bien sirve para justipreciar las dimensiones de lo 
que estamos discutiendo y el injustificado escándalo que se ha suscitado, en que aun en caso de 
haber continuado el proceso y de haber recaído sentencia, los hermanos Peirano tenían prácticamente 
toda la pena cumplida, ya que les faltaba cumplir 69 días de una pena máxima de 5 años -lo dice la 
sentencia del Juzgado cuando los excarceló, que también dejo en poder de la Comisión- y nunca 
hubieran vuelto a ser reintegrados a la cárcel en aplicación del instituto de la libertad condicional, como 
saben los miembros de la Comisión que son abogados. No en balde la acusación fiscal formula una 
imputación por un delito mucho más grave, porque este había consumido toda la pena. 


Quisiera agregar algo más que tampoco es de menor relevancia. Voy a abordar otro aspecto 
que cuestionaron los señores Senadores Bordaberry y Pasquet acerca de mi pretendida deslealtad al 
comparecer el 17 de agosto de 2010 ante la Cámara de Senadores, al omitir informar en esa sesión 
que en mi estudio la doctora Salom patrocinaba al contador Ratti. Como precisión previa, digo que no 
comparto que mi entrada a Sala el día 17 de agosto haya tenido un efecto teatral que podía haber 
sorprendido al señor Senador Pasquet, como lo expresa en la sesión de la Cámara de Senadores en la 
que se votó esta Comisión Investigadora. Aunque sea un dato menor, quiero expresar que varios 
señores Senadores me vieron antes de comenzar la sesión y sabían que iba a ocupar 
excepcionalmente la Banca ese día. Por lo pronto, recuerdo que ingresé al Palacio Legislativo en el 
mismo momento en que lo hacían los señores Senadores Lacalle Herrera y Fernández Huidobro, y 
otros tantos me vieron y saludaron mientras aguardaba en el ambulatorio, entre ellos, precisamente, el 
señor Senador Pasquet, quien vino, me dio la mano y me saludó. Así que sorpresa, ninguna. 


Según ya lo expliqué, acudí ese día a la sesión de la Cámara de Senadores a dar la cara y a 
hablar frente a frente, no solo ante los señores Senadores sino fundamentalmente frente al señor 
Senador Abreu, para controvertir la “gauchada”, “la carambola a tres bandas con casín” que se me 
había atribuido. Eso era lo que tenía en la cabeza y sorpresivamente en Sala se vendió otra versión, 
completamente distinta, que me obligó no solo a estar a atento a ella sino también a variar lo que 
originariamente deseaba expresar. Además, se nos había conferido a ambos un tiempo limitado de 20 
minutos. Recordarán que el Presidente del Senado concedió, y fue estricto, 20 minutos a cada uno y 
entonces los empleé para dar mi versión de los hechos, narrando con la mayor precisión posible -en 
forma mucho más escueta que lo he hecho hoy- mi intervención en el año 2006, cuando di la voz de 
alerta al Ministro de Economía y Finanzas, luego los pormenores de la entrevista que mantuve en el 
año 2008 con el señor Senador Abreu, después el contacto telefónico con el Diputado Lorenzo y por 
último las aclaraciones jurídicas que a mi entender el caso merecía porque la calle, la ciudad, estaba 
llena de rumores equivocados, de que esto inhibía la prosecución de los juicios civiles, de que esto era 
lo que había provocado la libertad, de que esta ley impedía le extradición, como lo llegó a plantear un 
señor Senador en Sala. Todo eso había que aclararlo y en función de ello lo que me pasó es que se me 
agotó el tiempo. Y yo tenía en la cabeza -porque era el tema que estaba ese día sobre la mesa- el caso 
de los Peirano y no el del contador Ratti. Como hoy se les entregó, y ustedes lo saben, la defensa del 
contador Ratti era pública y notoria desde bastante tiempo antes. En estos últimos días yo he logrado 
conseguir solo dos medios de prensa: un recorte del diario El Observador y una versión escrita de una 
entrevista del programa de Emiliano Cotelo en la radio El Espectador. Todos ustedes saben que las 
radios de la mañana comienzan leyendo los diarios. De modo que eso que hoy se les entregó en dos 
ejemplares debe estar reproducido en bastantes más. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite, doctor Fernández? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a dejarlo terminar. 


SEÑOR MOREIRA.- Ocurre que el doctor Fernández está hablando en un tono muy airado y en lo 
personal no tenía ninguna información de ese tipo, porque no recuerdo lo que decían los diarios de 
hace seis años. La verdad es que ignoraba totalmente que el doctor Fernández era codefensor del 
contador Ratti; es más, no sabía siquiera quién era Ratti. Los Legisladores no estamos informados de 
todo doctor Fernández; se lo digo con todo respeto. Sé que usted está nervioso, con cierto grado... 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- No, no estoy nervioso. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Está ofendido. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- ¡Estoy indignado; no estoy nervioso! 


SEÑOR MOREIRA.- Estamos aquí para escucharlo y para hacerle preguntas en el tono que 
corresponde, no para ofenderlo ni para agraviar. Entiéndase: a mí tampoco me gusta que me griten. 
Hasta ahí vamos; pero también vamos a respetarnos, lo cual me parece elemental. Ha hecho 
referencias a uno, al otro, está bien, pero creo que ninguno de nosotros lo ha injuriado ni nada por el 
estilo. Simplemente digo que cuando el doctor Fernández concurrió a la sesión donde se trató la 
cuestión de fueros, lo hizo como Senador de la República, como un par de este Cuerpo. Considero que 
en ese momento debió haber manifestado eso o reiterado la información. A usted le parece que la 
información abunda, pero yo no la sabía. Repito, no sabía que usted estaba en la codefensa del 
contador Ratti. La verdad, de lo único que se ha hablado acá es de los Peirano, a Ratti no lo conoce 
nadie, esa es la verdad de la milanesa. Vamos a entendernos: fue muy conocido que al doctor 
Fernández lo habían querido designar abogado de los Peirano en el año 2002, y que él resignó esa 
posibilidad. Eso sí lo conocía, pero que era codefensor en la causa contra el contador Ratti, no lo 
sabía. No sé ni quién es. Así que vamos a comprender que acá no ha habido mala intención ni mala fe 
de los que estamos aquí sentados. Desconocía esa información; incluso estoy seguro de que el 95% 
de los Senadores desconocía esa circunstancia que hoy vemos en dos recortes de prensa; y creo que 
fue a instancia de un Diputado que fue quien lo denunció. 


Lo podemos escuchar hasta las doce de la noche, pero vamos a mantener esta reunión en 
términos de tranquilidad. 


Además, la doctora Salom hoy dijo que su intervención había sido nada más que formal en 
esto. Estamos mirando los documentos que nos han llegado en el día de hoy. Por tanto, lo estamos 
tratando con respeto y, en consecuencia, le exigimos serenidad. Después nosotros veremos; sin duda, 
lo escuchamos hasta que usted quiera. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Perdóneme señor Senador, no creo haber proferido en la tarde de hoy un solo 
agravio ni insulto hacia nadie. 


SEÑOR MOREIRA.- El problema es el tono. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si le molesta el tono que he empleado, le pido excusas y lo bajo; no es 
dirigido personalmente contra nadie. Comencé esta exposición hablando de la buena fe de la Comisión 
y, específicamente, citando la buena fe de sus propias palabras. Pero comprenderá, señor Senador, 
que estas cosas, que esta campaña de prensa en la que no tiene nada que ver la Comisión, pero que 
desde hace un mes cae sobre mí y mi familia, a veces a uno le provocan una cierta indignación. 


Hasta donde tengo claro, yo no he agraviado a nadie; hoy dije que no era mi intención 
agraviar a nadie y si le molesta o le parece agraviante que eleve el tono de voz, pues bajaré el tono de 
voz. Reitero que lo que estaba sobre la mesa ese día, como bien decía el señor Senador, era el caso 
Peirano; al contador Ratti nadie lo conocía. Si se me pregunta: ¿Por qué no lo informó?, contesto: 
“Porque ni se me pasó por la cabeza”. Esto es así, primero, porque más allá de que formalmente 
figurara como codefensor y en el año 2007 hubiera firmado un escrito, no era cliente mío; segundo, 
porque lo que estaba ese día sobre la mesa era el caso Peirano; y, tercero, por todas las aclaraciones 
que hubo que hacer a propósito del caso Peirano, que acabo de enunciar. Con ello, expiró el tiempo. 


Déjenme cerrar este análisis -porque creo que los señores Senadores quieren ingresar a las 
preguntas- diciendo y en el fondo respondiendo aquella interrogante que planteó el señor Senador 
Viera en Sala durante el tratamiento de la cuestión de fueros: no entiendo qué beneficio obtienen los 
hermanos Peirano con esta clausura, no puedo entender la estrategia de su defensa. ¿Saben por qué, 
señores Senadores? Porque en el caso de José Peirano hay dos sentencias de extradición al 
Paraguay ejecutoriadas por la Suprema Corte de Justicia por delitos no comprendidos por el artículo 76 
y cuya entrega está diferida hasta que se agote el proceso nacional. De modo que si esta sentencia 
fuera confirmada por la Suprema Corte de Justicia, serán extraditados y presos en el Paraguay. En el 
caso de Jorge Peirano, todavía no hay sentencia ejecutoriada porque está en casación en la Suprema 
Corte de Justicia, pero esta seguramente pronunciará la sentencia de casación en la misma línea de 


las dos anteriores. De manera que no entiendo el beneficio que ellos tendrían. Los delitos por los 
cuales se pide su extradición -lo aclaro por las dudas- se llaman lesión de confianza, conducta indebida 
en situación de crisis y estafa. Quiere decir que es imposible aquel temor que planteó el señor Senador 
Viera en el sentido de que la derogación del artículo 76 tornara imposible esa extradición, porque la 
estafa sigue estando tipificada en el artículo 347 del Código Penal. 


Entonces, termino diciendo que no puede llegar a sostenerse que el comentario que hago al 
señor Senador Abreu, y un mes y medio o dos después la pregunta -porque no es una consulta- que le 
respondo al señor ex Diputado Lorenzo, tengan que ver con mi voluntad de beneficiar a un señor como 
Ratti, a quien esta clausura no lo beneficia en nada -incluso, le dilata todavía más el proceso- puesto 
que además estaba en libertad desde hace siete años. ¿A quién se le puede ocurrir que esto pueda ser 
así? 


Quiero culminar mis palabras diciendo algo que, quizás, permita al señor Senador Moreira 
comprender por qué en determinado momento uno se vuelve pasional; desde luego, no es nada 
personal con él. En las últimas semanas, mi reputación, mi honorabilidad, mi rectitud, mi imagen 
pública han sido destrozadas, por decir poco, porque con mi nombre y el de mi familia se ha enjuagado 
la boca cuanto irresponsable anda suelto por ahí. El daño que se me ha causado es irremediable y a 
fuer de sinceros, no creo merecerlo. Señores Senadores: no tengo la bola de cristal, naturalmente 
puedo equivocarme, incurrir en errores involuntarios, en opiniones equivocadas, como cualquiera de 
ustedes. No obstante, he sostenido -y sigo sosteniendo- que la clausura en este caso no se ajusta a 
Derecho. Y entonces les pregunto: ¿Si llegara a tener razón, si en definitiva esto fuera así, quién 
vendrá a pedirme disculpas? ¿Cómo se repara tanto daño? ¿Cómo hago yo para olvidar? 


He terminado y estoy a las órdenes para todas las preguntas que los señores Senadores 
quieran formularme. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: originariamente había pedido la palabra para hacer preguntas, 
pero ahora voy a contestar las alusiones que me ha hecho el doctor Gonzalo Fernández, incurriendo 
en algo que no había visto aquí todavía -parece que me falta mucho por ver- y es el uso de 
conversaciones privadas que involucran a determinadas personas. Usted puede discutir conmigo lo 
que quiera y hacer referencia a las conversaciones que mantuvimos. Yo he difundido las 
conversaciones que tuve con usted en esa misma ocasión -esta misma Comisión y los compañeros lo 
saben- pero hacer referencia a las opiniones que expresa mi esposa en la intimidad del hogar y que yo 
le confío a usted en un momento de confianza, eso me parece absolutamente inadmisible e infeliz. Es 
entre usted y yo, si usted quiere; mi esposa no tiene nada que ver. Y lo que yo le dije a usted, además, 
en un tono y con amigos presentes, es que cuando discuto de Derecho con mi mujer siempre pierdo, 
porque ella es Jueza y yo soy abogado. Y le dije que en el mejor de los casos cuando tengo razón, 
pierdo sin especial condenación. 


Pero de cualquier manera, cuando aquí hablé del fondo del asunto, tuve mucho cuidado en 
señalar, reiterar y subrayar que yo no me casaba con la interpretación que hacía el Tribunal de 
Apelaciones en lo Penal de 3er. Turno, y que había otros prestigiosos e importantes juristas que 
sostenían la opinión contraria. Hoy, el señor Presidente del Senado recordó precisamente esa 
expresión mía cuando vino a declarar aquí en la Comisión. No hice caudal en ningún momento, no he 
dicho que el Tribunal esté en lo cierto ni que sea infalible; al contrario, he dicho que hay otras 
opiniones. Lo que digo también es que eso no hace al fondo del asunto y que aunque mañana la 
Suprema Corte de Justicia revoque la sentencia del Tribunal y disponga la prosecución de las 
actuaciones, yo no voy a sentir ninguna obligación de pedirle perdón a usted, porque las razones por 
las cuales entiendo que debe venir a darnos explicaciones acá no tiene nada que ver con el fondo del 
asunto. Usted, a mi juicio, nos debe explicaciones porque vino acá al Senado, habló largamente sobre 
este asunto y no dijo que era defensor de uno de los procesados en la causa. Usted sabe 
perfectamente bien que cuando un testigo declara lo primero que se le pregunta es: “Por las generales 
de la ley” y diga si lo comprenden o no. Y a usted lo comprendían las generales de la ley y debió decirlo 
en primer término, no al final de los veinte o veinticinco minutos, ni al final de una prórroga que le 
hubiésemos concedido por unanimidad -como se conceden siempre en el Senado, por razones de 
cortesía parlamentaria- si nos hubiese dicho que tenía algo importante que agregar. ¡Y vaya si es 
importante que la persona que aconseja y asesora en el trámite legislativo sea defensora de uno de los 
encausados! Creo que eso era muy relevante, por cierto. 


Cuando aquí le preguntamos al señor Senador Abreu si usted le había dicho -en ocasión de 
esas conversaciones en el Ministerio de Relaciones Exteriores- que usted defendía a uno de los 
procesados en la causa, lo negó y dijo: “Si lo hubiese dicho, la conversación hubiera terminado ahí”. Al 
ex Diputado Lorenzo no le preguntamos si usted le dijo que era defensor de uno de los procesados en 
la causa, pero supongo -y arriesgo la conjetura que no me parece muy audaz- que si se lo hubiera 
dicho, con esa prevención y esa duda que él tenía, hubiese llegado a la conclusión de que necesitaba 
otra opinión y que había que estirar ese cuarto intermedio de cinco minutos para escuchar la otra 
campana. 


Me pregunto también si usted le habrá dicho al Poder Ejecutivo en el acto de concurrir a la 
promulgación de la Ley N* 18.411, que en ese momento era defensor de uno de los procesados en la 
causa, porque creo que esa circunstancia es relevante también. Esas son las cosas que yo esperaba 
que usted aclarase ni bien entrara en esta Comisión. Usted dijo que había quedado atónito y perplejo 
después de escuchar al señor Senador Abreu; yo quedé atónito y perplejo cuando empecé a 
escucharlo y pasaban las horas y usted seguía hablando y no nos decía por qué no le dijo al Senado 
aquello que debió decir en primer término, por qué no aclara lo que le concierne, porque a partir de esa 
base todo es distinto. Aclaradas las cosas, hechas transparentes las circunstancias, recobra plena 
autoridad su conocimiento de penalista y su prestigio de abogado. Pero todo es distinto si esto no se 
dice y nos enteramos por la prensa el viernes 20, después de haber escuchado al doctor Fernández 
aquí en el Senado el martes 17 y habernos ido con la impresión -por lo menos, ese es mi caso- de que 
el tema terminaba ahí, que estaba todo aclarado; incluso, así se lo manifesté en esa conversación que 
mantuvimos el miércoles 18 de agosto. Sin embargo, leyendo la prensa vengo a enterarme de que 
hicimos el papel de tontos, porque una circunstancia de enorme relevancia como lo es su condición de 
defensor de uno de los encausados no había sido puesta de manifiesto, y según supimos aquí, 
tampoco lo mencionó cuando habló con el Senador Abreu, ni cuando lo hizo con el ex Representante 
Lorenzo; estamos por saber, asimismo, si se lo dijo o no al ex Presidente de la República cuando él 
estampó su firma promulgando esa ley. 


Estos eran los comentarios que quería formular. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Le voy a contestar al Senador Pasquet, en primer lugar diciendo que quien dijo 
que le parecía un disparate la tesis, fue el propio Senador. No quiero para nada entrometerme en su 
ámbito familiar, pero reitero: fue el Senador Pasquet quien dijo en esa reunión que la tesis de que 
debía prevalecer el auto de procesamiento era un disparate. Luego, cuando leí las expresiones que el 
señor Senador formuló en la sesión en la que se votó esta Comisión Investigadora observo que, si bien 
en algún pasaje habló de que no se casaba con la sentencia, también dijo -y varias veces- que le 
parecía una sentencia muy bien fundada, lo que era contradictorio con aquella opinión espontánea que 
nos contó. 


En segundo lugar, quiero aclarar que, en mi opinión, aquí la cuestión de fondo sí es central y 
no es nada subsidiario o irrelevante, como sostiene el Senador. Acá la cuestión de fondo, como bien lo 
expresó el Senador Gallinal en la sesión en la que se votó esta Comisión Investigadora, nos obliga a 
todos a hacer el análisis jurídico sobre la fundabilidad jurídica o no de esta sentencia. Es tan central 
que si la sentencia es errónea y la clausura está mal decretada, eso no va a hacer sino ratificar que 
este efecto clausura era absolutamente imprevisible e impredecible en el momento en que se votó la 
ley. 


En tercer término, pienso que he aclarado hasta el hartazgo que si en la sesión del Senado 
del día 17 de agosto no mencioné el tema del contador Ratti, fue lisa y llanamente porque me olvidé. 
Como acaba de mencionar el Senador Moreira, a Ratti nadie lo conocía; y lo que estaba ese día sobre 
la mesa era el tema de los hermanos Peirano. ¿Qué motivo podía tener para ocultar algo que había 
sido público y notorio, y que cualquiera de los Senadores, mediante el simple servicio de prensa, 
hubiera podido desmentir, si lo negaba, con los documentos que hoy se han aportado? Fue un olvido 
involuntario, pero le pido al Senador que repase todos los hechos que tuve que aclarar en esa sesión. 
Llegué a explicar -porque era una inquietud de los ahorristas- que las acciones legales de recuperación 
de los créditos para nada se verían perjudicadas o entorpecidas por esto, en virtud de la absoluta 
disociación entre la acción civil y la penal. Llegué a un punto en que se agotó el tiempo de que 
disponía; incluso había utilizado un poco más porque le había pedido una interrupción a la Senadora 
Xavier, y sencillamente me olvidé, tal como se olvidaron el resto de los Senadores que estaban 


presentes en Sala. Si me lo hubieran preguntado en ese momento, lo hubiera contestado, y habría 
dicho lo mismo que digo hoy acá: que en esa causa figuro como codefensor, que me limité a firmar un 
escrito o dos en el año 2007, y que esto jamás me pasó por la cabeza ni en la sesión del 17 de agosto, 
ni mucho menos cuando el ex Representante Lorenzo me hace la consulta o cuando hacemos ese 
intercambio fugaz de opiniones con el Senador Abreu. 


Creo haber reiterado en la tarde de hoy que ni el señor Senador Abreu, ni quien les habla 
pensó en ningún caso en particular. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero hacer una brevísima precisión. Pienso que basta la lectura de lo que dijo el 
doctor Fernández hace unos instantes para entender que la expresión “disparate” se le atribuye a mi 
esposa. Ahora, en esta segunda versión, la atribuye a mí. Pero nunca dije que esa sentencia fuera un 
disparate; por el contrario, manifesté que fue dictada por un Tribunal integrado por gente muy seria y 
prestigiosa; se podrá compartir o no, pero esto no era ninguna locura, ni un exceso de tipo alguno; 
simplemente hablé con respecto a esa sentencia. Es más, en el portal Montevideo.com publiqué una 
opinión en la que expongo las razones por las cuales considero que es un razonamiento sólido, 
etcétera. Insisto: no digo que esta sea una verdad revelada y que esté más allá de la crítica, porque 
siempre he dicho que es una sentencia seria, que tiene un fundamento legal claro, un razonamiento 
muy lineal y merece el respeto consiguiente. Si bien hay opiniones de importantes juristas que tienen 
otra posición, insisto en que para mí este no es el fondo del asunto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En respuesta a lo manifestado por el Senador Pasquet, quiero señalar que por 
supuesto también tengo un enorme respeto por los Magistrados que dictaron la sentencia; algunos de 
ellos fueron mis compañeros desde los primeros años de la Facultad. No obstante ello, pienso que el 
no compartir una sentencia no significa agraviar al Magistrado que la dictó. Tal como lo expresé 
anteriormente, sería conveniente dejar que se expidiera la Suprema Corte de Justicia y no tocar este 
tema, pero no hay más remedio que hacer el análisis jurídico, como se ha hecho en el día de hoy. En 
función de esto, creo que legítimamente puedo dar mi opinión que, por otra parte, es discrepante con la 
de los otros dos catedráticos de la Facultad que fueron contratados por los hermanos Peirano para 
formular sendas consultas: los doctores Cairoli y Langón. Ahora bien, en virtud de que en la versión 
taquigráfica de la última sesión leí que existía intención de la Comisión de citar a ambos catedráticos - 
lo cual considero muy legítimo para saber qué opinan- capaz que les ahorro trabajo y les dejo la 
fotocopia de la consulta realizada por los hermanos Peirano, que fuera evacuada por los doctores 
Cairoli y Langón, cuya posición es diametralmente opuesta a la mía. De esta manera, tendrían las dos 
campanas. 


SEÑOR GALLINAL.- No voy a adelantar conclusión alguna porque sería apresurado, pero quiero decir 
que los compañeros del Senado tienen clara cuál es mi posición, porque la expuse cuando se votó la 
formación de la Comisión Investigadora y en ese momento me pareció que prejuzgar no era la forma 
de actuar cuando se estaba creando una Comisión de estas características. 


He escuchado con mucha atención a todos quienes nos han visitado. Obviamente que de 
todos, quien nos generaba más interés de escuchar era al doctor Gonzalo Fernández, no solamente 
por razones vinculadas a su profesión, conocimientos y a los cargos que ejerció en el Poder Ejecutivo 
durante la Administración anterior, sino porque además asumió el desafío del tema cuando pidió para 
ingresar al Senado. Digo esto porque imagino que debió haber sido a su solicitud que los demás 
pidieron licencia para que se pudiera concretar su comparecencia en aquella circunstancia. 


Así se dieron los hechos y se llegó a la conformación de esta Comisión Investigadora. Quiero 
señalar muy claramente que aquí nadie comparece como acusado; todos los que pasaron por la 
Comisión fueron invitados para prestar testimonio de su vinculación directa o indirecta con este 
proceso. Lejos está la intención de acusar a alguien, salvo que se arribe a esa conclusión como 
consecuencia de las actuaciones que lleve adelante la Comisión Investigadora. 


Obviamente, estar en la situación en que está el doctor Fernández no debe ser nada fácil; 
mejor dicho, debe generar bastante amargura porque a nadie que se siente inocente -como él se 
siente- le gusta que le disparen. A mí también me ha pasado vivir momentos muy amargos en mi vida 
política como consecuencia de que me dispararan sin razón. Me permito aclarar que el que comenzó 


con los disparos fue un semanario afín al partido político del doctor Fernández y no precisamente al 
nuestro. 


En definitiva, creo que esta comparecencia también sirvió para que el doctor Fernández 
pudiera expresar claramente a los integrantes de la Comisión todas sus opiniones sobre este tema. 
Ahora deberemos seguir trabajando hasta estar en condiciones de llegar, en su momento, a algún 
pronunciamiento. Lo haremos con la mejor voluntad y trataremos de mantener el equilibrio y la justicia, 
sin sentirnos jueces. Personalmente, no me siento juez, no quiero serlo ni tengo condiciones para ello; 
simplemente soy un Legislador que tiene la responsabilidad de emitir una opinión en base al trabajo de 
una Comisión Investigadora. Por lo pronto, seguiremos escuchando a quienes quieran hacer su aporte. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Luego de tres sesiones en las que hemos escuchado a distintos actores 
involucrados en este episodio, uno puede ir emitiendo algún juicio de valor sin llegar a una posición 
definitiva que suponga un prejuzgamiento. A lo largo de todas las declaraciones y testimonios que aquí 
se han vertido, personalmente voy arribando, nítida y claramente, a la conclusión de que ni el Senado 
ni el Parlamento actuaron con negligencia o con imprudencia. Digo esto porque es probable que en los 
próximos días estemos discutiendo sobre la comparecencia del resto de los señores Senadores para 
ver cómo actuaron y si se sintieron presionados para dar tal o cual voto. 


Comprendo la situación a la que está expuesto el doctor Fernández, y al igual que el señor 
Senador Gallinal, muchas veces me ha ocurrido -más de las que hubiera deseado- que se han 
entrometido injustamente en mi vida, pero son los riesgos que uno debe asumir cuando ingresa a la 
vida pública. Comprendo también la vehemencia con la que hay que defender el honor, y la justifico 
plenamente porque es lo único que en definitiva tenemos. Con total sinceridad, debo añadir que no 
advierto -y esto no preciso decirlo; en realidad es superabundante- ninguna agravio por parte del doctor 
Fernández hacia... 


(Intervenciones que no se oyen). 


-Ya lo sé; no me estoy refiriendo a quién habló o dejó de hablar. El tono utilizado por el doctor 
Fernández es producto de la vehemencia de alguien a quien se ha herido hondamente en su honor, en 
su rectitud y en su hombría de bien; hombría de bien en la que creo, porque las relaciones 
interpersonales se basan en la buena fe, si no existe buena fe, no hay contrato ni papel que pueda 
hacer variar esa circunstancia. Quien pretenda violentar la buena fe del otro siempre va a encontrar 
algún camino para hacerlo. No obstante, creo en la buena fe de la gente, de los integrantes de esta 
Comisión y también en la del doctor Gonzalo Fernández, quien ha venido a prestar su testimonio. La 
verdad es que algunos medios de prensa y algunos periodistas de nuestro país algún día van a tener 
que pedir disculpas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- He intentado demostrar no solo cómo actué o dejé de hacerlo, sino también 
que con mayor o menor análisis, el Parlamento no se equivocó y no fue negligente o imprudente al 
votar la Ley N* 18.411. En las dos Cámaras, por razones de economía -por decirlo de alguna manera- 
hay algunos Senadores y Representantes que estudian unos casos más que otros, pero lo que me 
parece clarísimo es que acá no hubo un error del Parlamento. Que se diga que se podría haber 
estudiado más, con mayor detenimiento y profundidad, desde luego, eso siempre se puede hacer, pero 
reitero: no creo que el Parlamento haya cometido un error. 


SEÑOR AMORÍN.- Creo que la sesión del día de hoy fue muy positiva y que todos nos vamos con más 
datos de los que teníamos cuando se inició. Personalmente digo que el tono del doctor Gonzalo 
Fernández no me molestó en lo más mínimo; es más, si yo estuviera sentado en ese lugar, hablaría en 
ese mismo tono. Estoy seguro de que no lo hizo para agraviar a nadie porque en su vida nunca actuó 
de esa manera. No obstante, quiero decir que discrepo con algunas de las cosas que mencionó, pero 
lo hago lealmente, como lo he hecho siempre. 


Al mismo tiempo, considero que tanto su testimonio como el de todos los que han venido aquí, 
nos han ayudado, porque nos dan un panorama de la situación. Por supuesto que no vamos a hablar 
ahora de las resoluciones que vamos a tomar, pero seguiremos trabajando con seriedad en el tema. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Creo que esta ha sido una jornada extensa e intensa, en la que hemos 
escuchado alegatos muy importantes esgrimidos con mucha convicción. En particular, quiero sintetizar 
que la información que dio el doctor Fernández fue brindada con la mano en el corazón y en la razón. 
Pienso que nos ha hecho razonar, que nos ha ilustrado a todos -por lo menos, ese es mi caso- que ha 
hablado con una sinceridad a veces inusitada y que tenemos el derecho y la obligación de creerle. 
Considero que la forma en que ha encarado su exposición ha sido utilizando todos los argumentos de 
que disponía para transmitir su convicción. A veces puede ocurrir que esos argumentos se legitimen 
por la vía de la capacidad y de la credibilidad que una persona genera en los interlocutores; eso ha 
estado presente a través de los distintos pasajes de la intervención del doctor Fernández, lo que 
jerarquiza su exposición. Nos sentimos realmente convencidos de su honestidad y de la argumentación 
que ha dado; pensamos que esto representa un aporte a esta reflexión colectiva. 


Ahora bien, ahí afuera hay un enjambre de periodistas; por eso pienso que lo que tenemos 
que discutir mientras la Comisión esté sesionando, lo debemos hacer en este ámbito, pues tendremos 
instancias futuras en las que podremos hacer evaluaciones y cada partido tendrá que sacar sus 
propias conclusiones. Concretamente, pienso que sería bueno que no empezáramos el debate ahora 
en la prensa, porque antes tenemos que tener esa instancia acá. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como en el caso de las preguntas presentadas por el Partido Nacional para 
enviar al doctor Tabaré Vázquez, ex Presidente de la República, la Comisión resuelve aprobar el envío, 
por escrito, de las dos preguntas que la semana anterior el señor Senador Pasquet trasladara primero 
a la Comisión, como corresponde. 


Consulto al señor Senador si quiere hacer alguna corrección. 


SEÑOR PASQUET.- Tengo la impresión de que se leyó la primera versión de las preguntas. En 
realidad, la segunda versión la leí en la sesión anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La segunda versión también está y puede ser que esté más adelante. 


Léase por Secretaría la primera versión de las preguntas presentadas por el señor Senador 
Pasquet. 


SEÑORA SECRETARIA.- “1*) Si el doctor Gonzalo Fernández le comunicó, antes de la promulgación 
de la Ley N* 18.411, que él, el doctor Gonzalo Fernández, o un abogado de su estudio, patrocinaban a 
uno de los imputados en la causa penal seguida a los hermanos Peirano y otros, por los hechos 
vinculados con el Banco de Montevideo. 2%) En caso de haber respondido afirmativamente a la 
pregunta anterior, diga si existe constancia escrita de esa comunicación”. 


SEÑOR PASQUET.- Al final de la sesión de la Comisión pasada, solicité que a renglón seguido de la 
frase “diga si existe constancia escrita de esa comunicación”, se agregue lo siguiente: “y si la misma 
fue puesta en conocimiento de los demás integrantes del Gabinete ministerial.”, porque la norma fue 
promulgada por el Consejo de Ministros.” 


SEÑOR NIN NOVOA.- A esas preguntas, y para hacerlo más equilibrado o abarcador, agregaría: “Si es 
costumbre del Poder Ejecutivo, en cada instancia de la promulgación de una ley, consultar a los 
Ministros si tienen una relación directa con las leyes que se promulgan.” 


(Dialogados). 


SEÑOR PASQUET.- Supongo que la costumbre será que los Ministros avisen cuando estén 
implicados. 


(Dialogados). 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, la Comisión va a trasladar las dos preguntas formuladas por el 
señor Senador Pasquet, con el último agregado. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 21 y 52 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


